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INTRODUCCIÓN 

 

En el presente trabajo monográfico, se emprenderá la tarea de determinar 

a partir del estudio de los diversos fallos que ha proferido la Corte 

Constitucional, que requisitos deben ser cumplidos para que resulte 

procedente la acción de tutela, cuando con ella se pretende obtener la 

protección del derecho al medio ambiente sano, invocándolo de forma 

autónoma. Lo anterior en atención a la necesidad de contribuir en el 

conocimiento y aplicación del precedente obligatorio; lo que solo es posible 

con la consolidación y precisión de este último en relación a temas como el 

que aquí se investiga. Además ello permite que se superen los posibles 

conflictos que se susciten entre fallos en apariencia contrarios, y que 

suscitan los jueces resuelvan de forma diferente casos, cuyos patrones 

facticos resultan similares.         

Y es que, los problemas ambientales son una realidad difícil de negar hoy 

en día. Es tan común hablar de calentamiento global y de los altos niveles 

de contaminación provocada en diversas zonas del planeta, por los 

habitantes de estas últimas, que no resulta sorprendente que se emprenda 

la búsqueda de posibles soluciones para esta realidad, desde diversos 

ámbitos,  incluso a partir de modificaciones a los diversos ordenamientos 

jurídicos existentes; creándose con este fin, mecanismos que permitan a 

las personas actuar, de tal forma que pongan en funcionamiento los 

órganos de la rama judicial, para que mediante decisiones contenidas en 

providencias adoptadas por estos, se proteja  el “(…) derecho constitucional 

de todas las personas al disfrute de un ambiente sano, el cual se encuentra 

consagrado expresamente en el artículo 79 de la Carta Política, clasificado 

dentro de los Derechos Colectivos y del Ambiente”1. Además,  al recibir la 

                                                           
1CORTE CONSTITUCIONAL, Sala plena de la Corte Constitucional. Expediente T-904. Sentencia SU-
067 de 1993. Bogotá, 24 de Febrero de 1993. Magistrados Ponentés: Fabio Morón Díaz y Ciro 
Angarita Barón 
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mencionada clasificación y ser catalogado como de tercera generación, 

“(…) aparece relacionado en la lista enunciativa que  establece el inciso 

primero del artículo 88 de la Constitución  Política de Colombia de 1991, 

como objeto de las Acciones Populares con fines concretos”2. 

Ha señalado la Corte Constitucional: 

“Es evidente que en la actualidad, para determinar los grandes 

principios que deben regir la vida de las sociedades organizadas y 

que se encuentran en constante evolución, ya no puede ignorarse la 

necesidad de proteger el medio ambiente y de hacer titulares a las 

personas de aquellos derechos que sean indispensables para 

satisfacer tal exigencia; en este sentido, después  de 1972, año en 

el que se adoptó la Declaración de Estocolmo sobre medio ambiente 

humano, se ha reconocido en vasta extensión el valor que debe 

otorgarse a la protección de este último”3 

En este mismo sentido señalo: 

“Ahora bien, en el ámbito del Derecho Constitucional  y de la función 

judicial, se tiene que el principal aporte de este magno proceso de 

evolución de las sociedades contemporáneas, consiste en desligar 

la protección del medio ambiente, no sólo de su relación con los 

tradicionales derechos subjetivos amparables por las vías ordinarias, 

sino de la dependencia de su amparo conjunto con  los derechos 

constitucionales fundamentales” 4 

Las razones ya expuestas, llevaron tanto al constituyente, como al 

legislador en desarrollo de los mandatos de este último, a darle al medio 

ambiente un valor considerable dentro del ordenamiento jurídico 

colombiano; lo que produjo como consecuencia la necesidad de involucrar 

en la protección de tal bien jurídico, no exclusivamente a las entidades del 

                                                           
2 Ibíd. 
3 Ibíd. 
4 Ibíd. 
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Estado, sino también a los ciudadanos, quienes han sido facultados para 

ejercer acciones de carácter constitucional persiguiendo tal fin. 

Es por ello, que la investigación cuyos resultados y características se 

exponen en este texto, pretende dar respuesta a la siguiente pregunta: ¿Es 

posible obtener la protección, del derecho colectivo al medio ambiente 

sano, invocándolo de manera autónoma, mediante la acción de tutela, 

mecanismo establecido en principio exclusivamente para la protección de 

los derechos fundamentales, siendo calificado aquel como un derecho 

colectivo, para los cuales el constituyente ha establecido como mecanismo 

de protección las acciones populares?. Con el fin de dar contestación a tal 

incógnita, es menester indagar los diversos criterios desarrollados por la 

Corte Constitucional al respecto, pues es a esta última quien corresponde 

fijar el alcance de las acciones públicas ya mencionadas.  

Como respuesta al problema de investigación, esbozada antes de la 

obtención de los resultados recolectados al ejecutar esta última, se puede 

afirmar, que la Corte Constitucional ha desarrollado varios criterios 

destinados a permitir dar solución al problema jurídico planteado; sin 

embargo dichos criterios siempre han concordado con las conclusiones que 

se obtienen al interpretar de forma conjunta  las normas que regulan la 

materia, las que se encuentran contenidas en los artículos 86 y 88 de la 

Constitución Política de Colombia, y el artículo 6  del decreto 2591 de 1991, 

según los cuales, solamente es posible obtener la protección del derecho 

al medio ambiente mediante la acción de tutela de forma excepcional, en 

tanto, el mecanismo creado por el constituyente y desarrollado por la rama 

legislativa para lograr tal fin, es la acción popular.              

El llevar a cabo un estudio como el que se propone resulta de utilidad, 

teniendo en cuenta que, siendo las acciones constitucionales que serán 

objeto de análisis, calificadas como públicas, cualquier esfuerzo que se 

realice en torno a la determinación de aquellos casos en que deben ser 

utilizadas, traerá consecuencias beneficiosas, en lo relativo a la enseñanza 

de los contenidos propios de la Constitución Política de 1991, labor que 
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debe ser realizada en cumplimiento del mandato señalado de forma 

expresa en su artículo 41; más aún si se tiene presente, que la protección 

de los derechos de que son titulares las personas, como es el caso del 

medio ambiente, es el tema que inicialmente debe ser puesto en 

conocimiento de todos los habitantes del territorio. Por otro lado, la 

determinación de los criterios desarrollados y utilizados por las altas Cortes 

para resolver los conflictos que se susciten en escenarios constitucionales 

concretos, contribuye en la labor de los jueces; lo anterior, por cuanto, el 

garantizar que estos últimos conozcan el precedente vigente y obligatorio, 

no solo facilita su tarea, sino que permite dar plena aplicación al derecho a 

la igualdad de quienes solicitan la intervención de los servidores públicos 

pertenecientes a la rama judicial, para hacer cesar la vulneración de sus 

derechos, y de la tan anhelada seguridad jurídica. Además, precisar 

aquellos casos en que es posible obtener la protección del medio ambiente, 

mediante la acción de tutela, y haciéndolos de público conocimiento, 

permite consolidar a esta última como un mecanismo excepcional y 

subsidiario, tal como fue la intención del constituyente al consignarla en el 

texto de la Constitución Política de 1991.  

Así mismo los resultados de la investigación contenidos en este texto, 

pueden contribuir en la reducción de aquellas solicitudes de tutela que no 

prosperaran, en tanto no reúnen los requisitos señalados por la Corte 

Constitucional, para que esta resulte admisible, cuando con ello se 

pretende la protección del derecho al medio ambiente. 

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, es que nos hemos 

propuesto, por medio de la elaboración de una línea jurisprudencial, 

establecer que tan viable es utilizar la tutela como mecanismo para obtener 

la protección del derecho al medio ambiente sano, cuando este se invoca 

de forma autónoma; debido a que con mucha regularidad se han venido 

negando ciertas tutelas que se interponen para proteger este derecho, sin 

tenerse en cuenta que la Corte Constitucional se ha pronunciado en varias 

ocasiones sobre el tema y no en todos los pronunciamientos se ha 
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manifestado de la misma forma, entendiendo así, que lo que se pretende 

será realizar un análisis de las relaciones existentes entre las diversas 

sentencias proferidas por el mencionado órgano, para determinar cuáles 

son los que requisitos que deben reunirse para que la acción de tutela 

pueda ser utilizada para la protección de la prerrogativa ya aludida. 

Para lograr la meta ya descrita, es menester implementar una investigación 

de carácter dogmático-jurídica, socio jurídica, descriptiva, explicativa, 

además de un método histórico y de carácter cualitativo; las razones por 

las cuales, la indagación cuyos resultados se presentan en este texto, 

puede dársele tal clasificación, serán expuestas en el capítulo 1, en el cual 

además, se mencionara el objetivo que se persigue, y se efectuará una 

descripción de la situación socio jurídica y del problema que se investiga, y 

se expondrá la justificación de la misma y un análisis crítico de sus 

antecedentes. 

En el capítulo 2 se realizara un estudio de los referentes doctrinales y 

legislativos a partir de los cuales se realizó el análisis de los resultados 

obtenidos y de la hipótesis planteada; es por ello que se tratan las 

posiciones que ha adoptado el Estado Colombiano, en su Constitución 

actual, como en aquellas que lo anteceden, en relación a la protección del 

medio ambiente, y las razones que impulsaron a la consolidación de 

aquellos. Además se realizara un examen suscito de las caracterizas de la 

acciones de índole constitucional que interesan a la investigación cuyos 

resultados se exponen en este texto.    

En el capítulo 3, se expondrán los resultados que se obtuvieron una vez 

realizada la investigación; por ello en él podrán encontrarse todos los 

elementos propios de una línea jurisprudencial, esto es, el grafico de la 

línea, la narrativa de la misma, y las sentencias que fueron tenidas en 

cuenta para su elaboración.  
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Y finalmente en el capítulo 4, a partir de los resultados obtenidos una vez 

ejecutada la investigación, se realiza un análisis de la hipótesis planteada 

con el fin de refutarla o corroborarla de forma parcial o total.      
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 CAPITULO UNO 

 

1.1 TITULO DE LA INVESTIGACIÓN 

Los criterios de la Corte Constitucional en torno al medio ambiente, como 

objeto autónomo de protección de la acción de tutela.  

1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA SOCIO-JURÍDICO DE LA 

INVESTIGACIÓN 

1.2.1. Delimitación del problema 

La investigación cuyos resultados serán presentados en este texto, tendrá 

en cuenta el comportamiento del problema que se investiga durante el 

periodo de tiempo comprendido entre, el año de entrada en funcionamiento 

de la Corte Constitucional, hasta la fecha de ejecución de tal estudio. Así 

mismo, solo se consideraran, las respuestas que para él, hayan sido 

desarrolladas por el mencionado órgano de la rama judicial.      

1.2.2. Descripción de la situación jurídico-problemica  

Los sucesos que se han presentado desde hace algunos años, pusieron en 

evidencia la necesidad de dar un trato especial a elementos esenciales 

para el desenvolvimiento de las personas; tal es el caso del ambiente. Ello 

ha llevado a que los sistemas jurídicos cambien la forma de entender tales 

elementos, y en especial el ya mencionado. Al respecto, Luis Fernando 

Macías señala: 

… ante la realidad apremiante de la desaparición de bosques, la 

afectación de la capa de ozono, el crecimiento desbordado de las 

ciudades, en fin, la pérdida de biodiversidad y las condiciones de 

vida de grandes grupos de población obligaron a cuestionar el 

modelo de desarrollo existente. La sociedad entendió que la 
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naturaleza no es, en primer lugar, un simple objeto de apropiación y 

transformación, y, en segundo lugar, tal vez lo más importante, el 

hombre se ha percatado que la naturaleza es finita5.            

Lo anterior trae consecuencias considerables, en tanto se hace necesario, 

para que se dé cumplimiento a los compromisos que se generan al tener 

un cambio de perspectiva como el ya descrito, entender al medio ambiente, 

en principio, como un bien jurídico que merece protección. Los cambios a 

los que se hizo referencia, deben implementarse lo antes posible, 

atendiendo que el entorno que rodea a los seres humanos, es afectado por 

múltiples factores que no pueden erradicarse, y  que también son 

importantes para el desarrollo de las personas. Claras son las palabras del 

profesor Luis Fernando Macías, quien menciona: “(…) el medio ambiente 

no está desligado de la economía, hace parte de un nuevo esquema de 

desarrollo. Por una parte sirve de respuesta a una serie de demandas de 

la sociedad, y por otra, hace frente a una limitación de un desarrollo 

incontrolable”6. En el mismo sentido Jordi Jaria I Manzano señala: 

“Ante la situación generada por el poder transformador de la 

tecnociencia y la fragilidad del sostén material del proceso de 

acumulación capitalista, lo cierto es que el Derecho no podía dejar 

de intervenir ante la necesidad social de controlar el proceso de 

desarrollo tecnológico y explotación de los recursos naturales, cuyo 

curso podría constituirse en una amenaza. Efectivamente, sea desde 

la perspectiva tecnófila de la necesidad de proseguir en el proceso 

de desarrollo, pero, de manera más responsable, sea desde la 

perspectiva de la conciencia ecológica, en el sentido de que debe 

replantarse la confianza depositada en la tecnociencia y el proceso 

de acumulación capitalista como procesos encaminados a la 

emancipación del ser humano, es evidente que el poder público debe 

                                                           
5 MACIAS GOMEZ, Luis Fernando. Introducción al derecho ambiental. Bogotá: Legis Editores S.A, 
1996. P. 67  
6 Ibíd., p. 77. 
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reaccionar e intervenir en el desarrollo del proceso de generación y 

uso de tecnologías que, dado el desarrollo logrado, supone una 

nueva amenaza para los seres humanos, así como en la gestión de 

los recursos naturales, en la medida que va erosionándose la 

creencia en su inagotabilidad”7 

En este contexto, el Derecho adquiere funciones nuevas y se consolida 

como un instrumento de control social de las actividades realizadas por las 

personas, que tienen una consecuencia sobre el entorno o se encaminan a 

la explotación de los recursos naturales, además de desempeñarse como 

una herramienta cuyo fin será realizar una intervención en la gestión del 

riesgo tecnológico y de la crisis ambiental8. 

Sin embargo, los diferentes mecanismos que se adopten y se otorguen a 

los ciudadanos para exigir u obtener la protección del medio ambiente, 

serán determinados por la especial consideración que se le dé a tal bien 

jurídico dentro de un ordenamiento legal en específico; y al respecto existen 

diversidad de criterios, como podrá verse en un aparte posterior de este 

texto.  

En Colombia, no es fácil determinar, cual es la naturaleza jurídica del medio 

ambiente, debido a que en el texto constitucional del aludido país, son 

muchas las menciones que se hacen de tal elemento, y no en todo lugar la 

referencia a él, se realiza en el mismo sentido; lo mismo sucede en las 

decisiones de la Corte Constitucional, ya que esta última ha catalogado al 

medio ambiente de diversas maneras en sus providencias. Al respecto el 

profesor Luis Fernando Macías, señala: 

“Ahora bien, cuando se lee la Constitución y se encuentran una serie 

de artículos referentes al tema, surge la pregunta: ¿todos esos 

                                                           
7 I MANZANO, Jordi Jaria. La cuestión ambiental y la transformación de lo público. Valencia: 
Editorial Tirant Lo Blanch, 2011. P. 175. 
8 Ibíd., p. 175, 176, 177. 
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artículos tiene un mismo significado o, por el contrario, representan 

diferentes esferas dentro del Estado? 

La respuesta se intenta a partir de la clasificación de esos artículos 

en diferentes campos de acción que comprenden la estructura de la 

Constitución. En efecto, se tiene que los artículos analizados se 

pueden agrupar en seis campos. El primero se refiere al medio 

ambiente como derecho colectivo, fundamental y principio rector del 

Estado; el segundo a los artículos que hacen relación a un nuevo 

modelo de desarrollo; el tercero tipifica el medio ambiente como 

paradigma; el cuarto caracteriza una nueva concepción de la 

economía, la propiedad y la empresa; el quinto hace referencia al 

medio ambiente como componente de la política internacional, y el 

ultimo se relaciona directamente con la estructura organizativa y 

funcional del Estado”9 

No obstante lo anterior, respecto a la calificación que el constituye le ha 

dado al derecho al medio ambiente dentro del texto constitucional, existe 

una opinión mayoritaria, que opta por considerar que en el texto de la 

constitución de 1991, se adoptó una concepción antropocéntrica, en tanto, 

en múltiples decisiones en la que se emprende su protección “(…) La 

afectación al medio ambiente se mide en términos de daño de la salud 

humana y no al entorno y a los recursos naturales no renovables”10. A este 

tema se hará referencia en otro aparte de este texto. Además, se le ha 

considerado como un derecho colectivo, ello teniendo en cuenta que fue 

consagrado en el artículo 79 de la Constitución Política de Colombia, el que 

se encuentra ubicado en el capítulo destinado a los derechos de tal índole.                                

La Constitución Política de Colombia de 1991, trajo cambios considerables 

en cuanto a la protección del derecho al medio ambiente. No solo es una 

obligación del Estado consagrada en el artículo 7 y 8 de su texto, sino que 

también se ha dotado al ciudadano para que cuando lo considere 

                                                           
9 MACIAS GOMEZ, Óp. Cit., p. 82 
10 Ibíd. P. 62. 
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necesario, acudan ante los jueces para obtener su protección. Con ello se 

materializa dentro del ordenamiento jurídico colombiano un cambio 

significativo en lo relacionado a la tutela de aquellos bienes cuya titularidad 

recae en un número plural de personas. Al respecto, la Corte Constitucional 

señalo: 

“En el Estado liberal clásico los derechos violados eran siempre 

derechos del individuo; todo lo relacionado con intereses colectivos 

tenía trámite en el proceso político que finalmente conducía a la 

elección de representantes y la expedición de leyes. En la 

democracia participativa, se plantea la posibilidad de que el 

ciudadano, sin la intermediación de sus representantes, se convierta 

en vocero efectivo de intereses generales o comunitarios. Esta 

posibilidad representa una ventaja democrática en relación con el 

sistema anterior, en la medida en que el trámite del derecho se 

encuentra al alcance de los ciudadanos; sin embargo, su misma 

vinculación con los intereses colectivos y por ello mismo, su similitud 

con cuestiones políticas hace difícil su tratamiento jurídico. En todo 

caso de esta dificultad no se puede derivar una falta de importancia: 

los últimos decenios de la historia mundial han puesto en evidencia 

el hecho de que los grandes riesgos que afectan a las comunidades 

–e incluso pueden poner en peligro la supervivencia- ya no se limitan 

a la confrontación bélica o a la dominación tiránica por parte de los 

gobernantes. La dinámica misma del comercio, de la industria y en 

general de la actividad económica capitalista, puede convertirse en 

la causa de males tan graves o peores que aquellos que resultan de 

la violación de derechos subjetivos”11.                  

Debe tenerse en cuenta, que garantizar a cualquier persona la posibilidad 

de acceder a la justicia para obtener la protección del derecho al medio 

ambiente sano, debe ser entendida como una necesidad, por cuanto, las 

                                                           
11 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala primera de revisión de tutelas. Expediente T-101. Sentencia T-
415 de 1992. Bogotá, 17 de junio de 1992. Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.    
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especiales características del bien jurídico que se pretende proteger, obliga 

a que las medidas orientadas a mantenerlo en un estado aceptable, tengan 

un carácter eminentemente preventivo, objetivo que se puede alcanzar con 

la intervención de los jueces. De forma acertada, señala Beatriz Londoño 

Toro: 

“Una de las principales preocupaciones en la defensa de los 

derechos humanos, y entre ellos los derechos de tercera generación, 

es el acceso a la justicia; es urgente la posibilidad de contar con 

instrumentos ágiles, con énfasis en lo preventivo, donde las ordenes 

que dé el juez sean justas, conocidas y efectivas. No basta el acceso 

a los tribunales: se requiere también el acceso a los mecanismos 

alternativos”12. 

Pero el ya expuesto, no es el único argumento que justifica la inclusión del 

ciudadano en la búsqueda de soluciones, en materia de protección 

ambiental; adquiere mucha más importancia tal adhesión, si se tiene en 

cuenta que son pocos los esfuerzos que han realizado las autoridades 

competentes para, mediante la expedición de normas jurídicas limitar la 

posibilidad de las personas de llevar a cabo actos que resulten lesivos de 

los elementos constitutivos del medio ambiente, o de dotar a las 

autoridades de las competencias necesarias para evitar la comisión de 

tales actos . Al respecto se ha dicho: 

“(…) Muy unido a lo anterior se encuentra la antípoda del derecho 

ambiental –y en general de todo el derecho: la desregulación. Ella 

se entiende como el esquema de eliminar todas las normas posibles 

que permitan la intervención del Estado en el libre mercado y en el 

medio ambiente. Este esquema utilizado y revaluado ya en los 

Estados Unidos, entra con fuerza en estos países acostumbrados a 

imitar y copiar todo aquello que cae en desuso en las naciones 

                                                           
12 LONDOÑO TORO, Beatriz. Algunas reflexiones sobre la exigibilidad de los derechos colectivos y 
del ambiente. En  Perspectivas del Derecho Ambiental en Colombia. Bogotá: Editorial Universidad 
del Rosario, 2006.  P. 62.  
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desarrolladas. El auge del neoliberalismo también alcanza el 

derecho, formando un neoliberalismo jurídico, que pretende eliminar 

el mayor número posible de normas para dejarlo todo al libre arbitrio 

de los ciudadanos, al juego de los intereses y a las leyes del 

mercado. El punto es, si esa estrategia y modelo responde a las 

necesidades y exigencias de las condiciones ambientales de estos 

países”13. 

En tal contexto, las autoridades administrativas ven limitada su 

competencia para adoptar medidas dirigidas a la protección del medio 

ambiente; ello teniendo en cuenta que a estas solo les está permitido 

realizar, por mandato constitucional, aquello que se encuentre detallado en 

la constitución, la ley o el reglamento, ya que son estos últimos quienes 

definen sus competencias. En vista de lo anterior es que, los ciudadanos 

mediante el ejercicio de las acciones judiciales que le han sido otorgadas, 

desempeñan una labor importante, para que se mantengan las condiciones 

ideales del entorno que le es propio, y que son indispensables para el 

desarrollo íntegro de las generaciones presentes y futuras. 

Si bien el artículo 88 de la Constitución Política de 1991, establece de forma 

específica la acción popular como medio para obtener la protección del 

derecho al medio ambiente, este no ha sido el único mecanismo utilizado 

por los ciudadanos para tal fin, en tanto desde su creación, la acción de 

tutela, también ha sido de gran utilidad para lograr tal objetivo, lo que ha 

permitido a la Corte Constitucional, fijar su posición al respecto, haciendo 

uso de la facultad a ella concedida por el numeral 9 del artículo 241 la Carta 

Política de 1991. Y es que basta revisar algunas cifras para entender la 

importancia que la acción de tutela ha tenido, cuando se pretende obtener 

la protección del medio ambiente. Al respecto Beatriz Londoño, señala14: 

“En una investigación realizada por la Corporación Penca de Sábila, 

financiada por Ecofondo y publicada por la Personería de Medellín 

                                                           
13 MACIAS GOMEZ, Óp. Cit., p. 65.  
14 LONDOÑO TORO, Beatriz. Óp. Cit.,  p. 71. 
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en 1999, se presentan las conclusiones referidas al análisis de 120 

sentencias de tutela sobre medio ambiente, seleccionadas entre los 

años 1992 y 1997. Allí se afirma: 

Sobre la muestra de ciento veinte (120) sentencias se 

encontró que el 41.13% de las sentencias aceptaban la tutela 

por conexidad con derechos fundamentales; en el 33.33% la 

acepto como mecanismo transitorio para impedir un perjuicio 

irremediable. Además, no probo la existencia de vulneración 

de derechos fundamentales en el 26.61% de actos de 

sentencia; en el 11,30% conceptuó que la acción adecuada 

era la popular y en el 14.51% manifestó que existían otros 

medios de defensa judicial.” 

Por lo anterior, y en aras de garantizar la participación del ciudadano en la 

protección del medio ambiente, es menester realizar un estudio que 

pretenda determinar en qué casos se puede hacer uso de la acción de 

tutela y en cuáles de la acción popular, para obtener la protección del 

mencionado derecho. Para alcanzar tal meta, se pretende indagar en la 

jurisprudencia del órgano competente para definir ello, esto es, la Corte 

Constitucional.  

1.2.3. Formulación del problema socio-jurídico 

La investigación cuyos resultados y características se exponen en este 

texto, pretende dar solución al problema de investigación, que se formula a 

través de la siguiente pregunta: ¿Qué criterios ha desarrollado la Corte 

Constitucional en torno a la posibilidad de obtener la protección del derecho 

colectivo al medio ambiente sano, invocándolo de manera autónoma, 

mediante la acción de tutela, mecanismo establecido en principio 

exclusivamente para la protección de los derechos fundamentales, siendo 

calificado aquel como un derecho colectivo, para los cuales el constituyente 

ha establecido como mecanismo de protección las acciones populares? 
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1.2.4. Sistematización del problema.  

 ¿Cuáles son las características de la acción popular y de tutela? 

 ¿Qué perspectiva se adoptó en el ordenamiento jurídico colombiano 

para emprender la protección del medio ambiente? 

 ¿Qué aportes se realizaron en Constituciones anteriores, al modelo 

implementado en la actual carta política de Colombia?    

 ¿Cuál es el alcance del derecho al medio ambiente sano? 

 ¿Cuál es el fundamento jurídico por el cual han existido sentencias 

de amparo del derecho al medio ambiente sano? 

 ¿Cuáles son las diferentes sub reglas o requisitos necesarios para 

que proceda la acción de tutela, cuando con ello se pretende la 

protección del medio ambiente? 

 ¿Qué relaciones existen entre las sentencias importantes que han 

sido proferidas en el escenario constitucional estudiado? 

 ¿Cuáles son los estados de indeterminación doctrinal que se han 

suscitado en el escenario constitucional que se estudia? 

1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 

La elaboración de una línea jurisprudencial como la contenida en este texto, 

se justifica teniendo en cuenta que, tiene un mayor alcance, que aquellas 

elaboradas con antelación, y que se refieren a temas similares. Dentro de 

estas últimas, destacan las siguientes: 

- El trabajo elaborado por Natalia Tamayo Rodríguez y Luis Eduardo 

Parra Rodríguez, denominado “Línea jurisprudencial 

“Responsabilidad Ambiental””, en la que se proponen dar respuesta 

al siguiente problema jurídico: ¿Puede un ciudadano en el ejercicio 

de la acción de tutela reclamar la responsabilidad ambiental del 
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Estado o de los particulares alegando el derecho fundamental a 

gozar de un ambiente sano?15 

- El trabajo elaborado por Erika Wolffhügel, Sebastián Ramírez y 

Gabriel Vergara, denominado “Línea jurisprudencial: La 

responsabilidad de las empresas por el medio ambiente”, en el que 

se proponen dar respuesta al siguiente problema jurídico: ¿La acción 

de tutela es el mecanismo de protección adecuado para garantizar 

la protección del medio ambiente cuando este es vulnerado por las 

actividades económicas de las empresas?16 

La existencia de tales investigaciones, no implica que el esfuerzo efectuado 

para obtener los resultados expuestos en este texto, haya sido realizado en 

vano; lo anterior teniendo en cuenta que, las diferencias del estudio aquí 

presentado con aquellos a los que se hizo alusión son notorias. Entre las 

más importantes se puede señalar: 

- Diego López Medina, señala que “Otra característica importante de 

los escenarios constitucionales radica en que algunos de ellos, a su 

vez pueden dar lugar a “sub escenarios” o a “sublineas””17. En este 

caso, el escenario constitucional tenido en cuenta para la 

elaboración de la línea presentada, es diferente al propuesto en los 

antecedentes de la investigación, ya referenciados. Incluso, puede 

afirmarse que los de estas últimas, son una derivación del propuesto 

en la primera; debido a que, solo si se determina si es admisible la 

acción de tutela para obtener la protección del medio ambiente, se 

                                                           
15 TAMAYO RODRIGUEZ, Natalia. PARRA RODRIGUEZ, Luis Eduardo. Línea jurisprudencial 
“Responsabilidad Ambiental”. [En línea]. Bogotá. Universidad Sergio Arboleda. Mayo de 2008. 
Disponible en 
http://www.usergioarboleda.edu.co/derecho/grupo_investigacion/lineas_jurisprudenciales_resp
onsabilidad_ambiental.pdf Recuperado el 21 de marzo de 2014.     
16 WOLFFHÜGEL, Erika, RAMIREZ, Sebastián, VERGARA, Gabriel. Línea jurisprudencial: la 
responsabilidad de las empresas por el medio ambiente. [En línea]. 2008. Bogotá. Universidad 
Sergio Arboleda. Disponible en 
http://www.usergioarboleda.edu.co/derecho/grupo_investigacion/lineas_jurisprudenciales_res_
empresas_medioambiente.pdf  Recuperado el 21 de marzo de 2014.    
17 LOPEZ MEDINA, Diego Eduardo. El derecho de los jueces. Segunda edición. Bogotá: Legis 
Editores S.A, 2006.  P. 155. 

http://www.usergioarboleda.edu.co/derecho/grupo_investigacion/lineas_jurisprudenciales_responsabilidad_ambiental.pdf
http://www.usergioarboleda.edu.co/derecho/grupo_investigacion/lineas_jurisprudenciales_responsabilidad_ambiental.pdf
http://www.usergioarboleda.edu.co/derecho/grupo_investigacion/lineas_jurisprudenciales_res_empresas_medioambiente.pdf
http://www.usergioarboleda.edu.co/derecho/grupo_investigacion/lineas_jurisprudenciales_res_empresas_medioambiente.pdf
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puede estudiar de forma específica los alcances que adquiere tal 

acción, ante la violaciones realizadas por determinados sujetos y en 

contextos diferenciables. Si bien, no existe reproche alguno 

formularle al grado de abstracción escogido por los investigadores 

de los antecedentes ya mencionados, en el caso del estudio cuyo 

resultados aquí se exponen, teniendo en cuenta los objetivos que se 

propusieron para este, era indispensable que su problema fuese 

formulado de forma mucho más abstracta, sin que ello implique optar 

por el conceptualismo, y apartarse de los patrones facticos. Lo 

anterior en atención, al grado de autonomía que el método aplicado 

y desarrollado por Diego López Medina otorga al investigador.     

- Las investigaciones anteriores ya mencionadas, tienen en cuenta 

sentencias proferidas dentro de un periodo de tiempo corto, que se 

prolonga aproximadamente  desde la entrada en funcionamiento de 

la Corte Constitucional hasta el año de 1994. Posterior a este último 

año, solo se tiene en cuenta una providencia proferida en 2007; la 

investigación cuyos resultados se exponen en este texto, tuvo en 

cuenta las sentencias pertinentes, que se hubieran proferido hasta 

el año en que fue ejecutada, por lo tanto, permitió establecer el 

precedente vigente, y actualizar las conclusiones a las que habían 

llegado investigaciones similares, realizadas con antelación. 

Las investigaciones antecedentes ya mencionadas, se destacan por el 

análisis que realizan de cada una de las sentencias tenidas en cuenta 

dentro de la línea; en el estudio contenido en este texto, se pretende centrar 

todos los esfuerzos en la elaboración de la narrativa de la línea, y con ello 

determinar de forma clara las similitudes, cambios y relaciones existentes 

entre los diversas providencias que la conforman.  

Además, los resultados de la investigación que se pretende ejecutar, 

traerán consecuencias beneficiosas, para todas las personas habitantes 

del territorio colombiano, debido a que, al estar dedicados a la precisión de 

la forma en que deben ser usadas la acciones destinadas a la protección 
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de sus derechos, ello contribuirá a una adecuada enseñanza de las 

mismas, con lo que se dará cumplimiento al mandato contenido en el 

artículo 41 de la Constitución Política. Así mismo, facilitara la tarea de los 

jueces, en tanto el conocimiento del precedente vigente, no solo, redunda 

en la agilización de las actividades que le son propias a estos últimos en 

desarrollo de sus funciones, sino que también permitirá dar plena vigencia 

y aplicación al derecho a la igualdad de aquellas personas que solicitan la 

intervención de los funcionarios de la judicial para obtener la garantía de 

sus derechos, y de la tan anhelada seguridad jurídica.  

Por último, también resulta pertinente ejecutar una investigación como la 

que se propone, en razón a que, determinar de forma clara y precisa  en 

qué casos es procedente la acción de tutela, cuando ella se utiliza para 

obtener la protección del derecho a gozar de un medio ambiente sano, 

podrá reducir el número de solicitudes que se presentan con tal fin y que 

no reúnen los requisitos desarrollados por la Corte Constitucional para que 

resulte procedente, con lo que se contribuye en la consolidación del 

carácter subsidiario de la acción mencionada, tal como fue la intención del 

constituyente.                  

1.4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 

1.4.1. Objetivo general.   

Establecer que criterios ha fijado la Corte Constitucional, desde su entrada 

en funcionamiento, para determinar cuándo se puede utilizar la acción de 

tutela para obtener la protección del medio ambiente, invocando a este 

ultimo de forma autónoma. 

1.4.2. Objetivos específicos. 

- Establecer los referentes a partir de los cuales la Corte 

Constitucional emprendió la construcción de los criterios aplicables 

al escenario constitucional que se investiga.   

- Determinar las sentencias de interés.  



24 
 
 

- Determinar la sub reglas aplicadas en el escenario constitucional 

objeto de estudio durante el lapso de tiempo ya indicado. 

- Analizar las diferentes tendencias decisionales identificables dentro 

de la línea jurisprudencia elaborada.  

- Determinar y analizar las causas de la indeterminaciones doctrinales 

suscitadas dentro del escenario constitucional objeto de estudio.  

- Determinar las causas de los cambios de precedente que se hayan 

suscitado dentro de los límites temporales establecidos   

1.5 DISEÑO METODOLÓGICO O ASPECTO METODOLÓGICO 

Para el cumplimiento de los fines ya descritos, es conveniente elaborar una 

línea jurisprudencial que permita identificar las diversas sub reglas 

constitucionales que sobre el asunto objeto de estudio haya desarrollado la 

Corte Constitucional; para ello, se utilizara la propuesta que al respecto 

señala Diego Eduardo López Medina, en su obra “El derecho de los jueces“. 

Lo anterior implica, que la investigación desarrollada pueda ser calificada 

en principio, como de carácter dogmático jurídico, en tanto la solución al 

problema jurídico objeto de análisis, se encontrara al interior de una fuente 

especifica del derecho, en este caso, la jurisprudencia. Sin embargo, la 

elaboración de una línea jurisprudencial implica también tener en cuenta 

que factores han generado los cambios en el precedente, los cuales 

muchas veces son producidos por causas de índole social y cultural y no 

exclusivamente, por el cambio de alguna ley o norma en específico; por lo 

anterior, también puede dársele a la investigación cuyos resultados 

contiene este texto, el calificativo de socio jurídica, en tanto el objeto de 

esta última también puede ser “(…) La condicionalidad social del Derecho, 

de sus normas e instituciones. La influencia que ejerce sobre el derecho 

todo el conjunto de factores materiales y espirituales, que constituyen la 

situación histórica concreta en la que se desarrolla el sistema jurídico 
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existente, real, no imaginario”18. Resulta innegable, afirmar que la situación 

histórica concreta en la que se profiera una determinada providencia, 

influye en los fundamentos y criterios fijados en esta última. 

Así mismo, esta investigación puede ser calificada como de tipo descriptivo, 

en tanto, para la solución del problema planteado, se hace necesario de 

manera previa a la exposición de la narrativa de la línea, realizar un estudio 

de los diversos componentes de aquel; es por ello, que el capítulo dos 

estará dedicado, al estudio de conceptos esenciales para un entendimiento 

adecuado, no solo del problema objeto de estudio, sino de las diversas 

soluciones que al respecto se han gestado dentro de los límites temporales 

impuestos a esta investigación. También puede ser calificada como de 

carácter explicativo, en tanto, trata de determinar las causas que generaron 

los cambios de precedente en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, 

y las condiciones en que se gestaron. Es necesario agregar, que los 

métodos a implementar serán en esencia teóricos, por cuanto para la 

obtención de los resultados propuestos, es menester utilizar la inducción, y 

a partir del estudio de casos particulares, formular proposiciones generales 

que permitan determinar los criterios utilizados por la Corte Constitucional 

para dar respuesta al problema objeto de estudio. Además será necesario 

implementar un método histórico, en razón a que, es importante tener en 

cuenta los diversos momentos en que fueron proferidas las sentencias que 

serán analizadas,  además de las circunstancias en que se produjeron tales 

decisiones de índole judicial, debido a que de tal información se pueden 

extraer las posibles causas de un cambio de precedente. 

 

 

 

                                                           
18 AA.VV. Guía para la elaboración de proyectos de investigación en derecho. Tercera edición. 
Bogotá: Centro de Investigaciones Socio Jurídicas de la Universidad Libre. 2010. P. 45.  
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CAPITULO DOS 

 

2.1.  LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991 COMO CONSTITUCIÓN 

ECOLÓGICA 

 

La Constitución Política de 1991 trae consigo un cambio sustancial en 

materia de derechos y garantías constitucionales, dentro de las cuales se 

resalta el papel del medio ambiente como elemento vital para el desarrollo 

de los fines del Estado. 

El profesor Amaya Navas19 denomina a la Constitución Colombiana, como 

una verdadera “Constitución Ecológica”, en razón a las diferentes 

disposiciones que contiene en relación al mismo, consagran las garantías 

suficientes para proteger de manera adecuada al medio ambiente, así 

como resaltan la importancia del cuidado del mismo. 

En otro sentido la Corte Constitucional, en la sentencia C-189 de 2006 

señalo: 

En cuanto hace parte del entorno vital del hombre, indispensable para 

su supervivencia y la de las generaciones futuras, el medio ambiente se 

encuentra al amparo de lo que la jurisprudencia ha distinguido con el 

nombre de “Constitución Ecológica”, conformada por el “conjunto de 

disposiciones superiores que fijan los presupuestos a partir de los 

cuales deben regularse las relaciones de la comunidad con la 

naturaleza y que, en gran medida, propugnan por su conservación y 

protección”. 

                                                           
19 AMAYA NAVIAS, O. La Constitución Ecológica de Colombia. Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2010. P, 15 
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En efecto, a partir de una lectura sistemática y armónica de las normas 

que orientan la concepción ecologista de la Constitución Política, 

particularmente de los artículos 2°, 8°, 49, 58, 63, 67, 79, 80, 95-8, 277-

4, 289, 300-2, 313-9, 317, 331, 333, 334 y 366, es posible sostener que 

el Constituyente de 1991 tuvo una especial preocupación por la defensa 

y conservación del ambiente y la protección de los bienes y riquezas 

ecológicas y naturales necesarios para un desarrollo sostenible. Por lo 

que, hoy en día, el ambiente sano no sólo es considerado como un 

asunto de interés general, sino primordialmente como un derecho de 

rango constitucional del que son titulares todas las personas en cuanto 

representan una colectividad20 

De este modo es necesario conocer los antecedentes constitucionales que 

llevaron al sentido ecológico de la constitución de 1991, así como nombrar 

algunas normas contenidas en la misma que demuestran de manera directa 

el interés del constituyente en el medio ambiente.  

2.1.1. Antecedentes ambientales en las Constituciones Nacionales.  

Aunque la Constitución de 1991 tiene un carácter fuertemente ambiental, 

no debe entenderse que dicha norma sea la única en Colombia a la que 

pueda endilgársele tal característica, puesto que deben destacarse los 

diversos antecedentes que se dieron en las diferentes Constituciones 

nacionales del país. 

En este sentido y siguiendo lo expuesto en su estudio por el doctor Amaya 

Navas21, se resaltan las diferentes disposiciones contenidas en algunas de 

las Constituciones nacionales y que se refieren a temas vinculados con el 

medio ambiente: 

a. Constitución del Estado de la Nueva Granada: Promulgada en 1831, 

establece en el numeral 9 del artículo 160 como competencia de las 

cámaras de provincia el “… promover el adelantamiento y 

                                                           
20 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala plena. Expediente D-5948. Sentencia C- 189 de 2006. Bogotá, 15 
de marzo de 2006.  Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.   
21 AMAYA NAVAS, Óp. Cit., p. 43- 62 
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prosperidad de la provincia, su policía interior, obras públicas y 

cualesquiera establecimientos de utilidad, beneficencia y comodidad 

costeados y sostenidos por sus propias rentas…” dando así un valor 

importante a aquellos bienes públicos. 

 

b. Constitución Política de la Nueva Granada: Expedida en 1853, 

estableció el manejo privativo del Estado sobre los canales o ríos 

navegables que se extiendan a más de una provincia, así como los 

canales y caminos que se construyan para intercomunicar los 

océanos Atlántico y Pacifico; por otro lado le otorga al gobierno el 

manejo de las tierras baldías y demás bienes nacionales. 

 

c. Constitución Política de la Federación Granadina: Promulgada en 

1858, describe en su artículo 6 como bienes de la nación todos los 

muebles e inmuebles que pertenecían a la Republica, las tierras 

baldías no cedidas y adjudicadas, las vertientes saladas, las minas 

de esmeralda y de sal gema, estén o no estén en tierras baldías. 

 

Por otro lado en su artículo 15 declara como competencia del 

gobierno los siguientes objetos: fortalezas, puertos marítimos, 

fluviales y secos en las fronteras, arsenales, diques, las vías 

interoceánicas existentes y por haber, la navegación de los ríos que 

bañen el territorio de más de un Estado, que pasen por el territorio 

de la confederación o alguna nación limítrofe. 

 

d. Constitución de Rio negro: Expedida en 1863, establece en su 

artículo 8 la prohibición de restricción que los Estados realicen, sobre 

la navegación de los ríos y demás aguas navegables que no hayan 

exigido canalización artificial. 

 

Por otro lado, el artículo 17 menciona las funciones del gobierno al 

establecer como tal, el régimen y administración del comercio 
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exterior, el cabotaje y costanero de las fortalezas, puertos marítimos 

fluviales y secos, el arreglo de las vías interoceánicas existentes y 

futuras. 

 

De igual manera en su artículo 18 establece la elaboración de 

estadísticas y de carta o cartas geográficas o topográficas de los 

pueblos y territorios de los Estados Unidos. 

 

Por último se señala en el artículo 49 como atribución del congreso, 

el decretar la enajenación de los bienes de la Unión y su aplicación 

para uso público. 

 

e. Constitución Nacional de 1886: Promovida por el presidente Núñez, 

describe en su artículo 76 como atribución del congreso, el decretar 

las obras y monumentos que se realicen. 

 

En su artículo 185 señala las funciones que tienen las asambleas 

departamentales en materia de colonización de tierras, la 

construcción de vías férreas, la explotación de bosques de 

propiedad del departamento, la canalización de ríos entre otros. 

 

Por último el artículo 202  recalca como propiedad del Estado los 

bienes, rentas, fincas, valores, derechos, acciones, minas y baldíos, 

entre otros, que pertenecían a la Unión, sin perjuicio a lo que las 

leyes anteriores le han atribuido a sus anteriores descubridores. 

Lo anterior permite establecer una serie de antecedentes que si bien 

pueden ser cortos en las diferentes constituciones, señalan una serie de 

elementos que serán utilizados en la constitución actual. 

2.1.2. Contenido ecológico de la constitución política de 1991. El 

constituyente de 1991 recopilo algunos apartes ecológicos de las anteriores 

constituciones, trayendo consigo una serie de garantías que se expanden 



30 
 
 

a lo largo del texto constitucional, de manera directa, generando una nueva 

concepción de salvaguarda del medio ambiente. Dentro de estos pueden 

destacarse: 

a. Obligación de proteger las riquezas culturales de la nación: El 

artículo 8° de la Constitución señala como obligación del Estado y 

de las personas, proteger las riquezas culturales y naturales de la 

Nación; lo que implica que los diversos órganos integrantes del 

Estado encaminen su esfuerzos a la planificación y fijación de 

políticas, así como la implementación de sanciones de índole penal, 

civil y administrativa. 

 

Por otro lado engendra el deberá atribuible a los ciudadanos, que 

debe ser interpretado de manera concordante con el artículo 95 de 

la Constitución, relativo al cuidado de estas riquezas del Estado. 

 

b. Saneamiento ambiental y agua potable: Sobre el particular existen 

dos normas que se refieren de manera directa a estos servicios 

públicos, engendrando en el Estado la obligación de satisfacerlos. 

 

Por un lado se encuentra el artículo 49 de la Constitución, el cual 

consagra que tanto el servicio de salud como el saneamiento 

ambiental son servicios públicos a cargo del Estado, conforme a los 

principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 

 

Por otro lado el artículo 366 establece como finalidades del Estado: 

el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida como 

finalidad social, para lo cual es necesario la solución de necesidades 

insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y 

agua potable. 

 

c. Función ecológica de la propiedad privada: Siendo una de las figuras 

más características de la Constitución de 1991, el artículo 58 de la 
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misma, señala la garantía a la propiedad privada, pero otorgándole 

a esta una función social, por lo cual le es inherente una función 

ecológica. 

 

Función que debe ser entendida no en un marco socioeconómico, 

sino en un ámbito más ecológico que limite el ejercicio del derecho 

propiedad22. En este sentido, si con arreglo a leyes pre existentes, 

se tiene el derecho de dominio sobre aguas, arboles, minas o 

demás, no es permitido que su titular haga un uso indebido de ello, 

puesto que esto engendrara un deterioro a la calidad de vida  de la 

población en general. 

 

d. Protección a bienes de uso público: El articulo 63 define que los 

bienes de uso público, los parques naturales, tierras comunales de 

grupos étnicos, el patrimonio arqueológico de la Nación y demás que 

determine la ley, son bienes inalienables, imprescriptibles e 

inembargables. 

 

e. Crédito Agropecuario: Se establece en el artículo 66 de la 

Constitución de 1991 que las disposiciones especiales del crédito 

agropecuario podrán reglamentarse teniendo en cuenta los ciclos de 

cosechas y precios, así como los riesgos inherentes a la actividad y 

calamidades ambientales.  

 

f. Educación para la protección del medio ambiente: En el artículo 67 

Constitucional, se establece la educación, como derecho y servicio 

público, que debe entre otros aspectos, comprender la enseñanza 

de los conocimientos necesarios para propender por la protección 

del medio ambiente. 

 

                                                           
22 LLERAS DE LA FUENTE, Interpretación y génesis de la Constitución de Colombia, Bogotá, 
Cámara de Comercio de Bogotá. 1991 , citado por AMAYA NAVAS, Óp. Cit., p114 
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g. Derecho a gozar de un medio ambiente sano: Es de resaltarse que 

la disposición contenida en el artículo 79 superior, consagra el 

derecho a gozar de un medio ambiente sano, así como la garantía a 

la participación de la comunidad en decisiones que pueden 

afectarlos; de igual manera asigna como deber del Estado proteger 

la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 

especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro 

de estos fines. 

 

h. Desarrollo sostenible: Recae sobre el estado la obligación de 

planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales 

para garantizar el desarrollo sostenible, la conservación, 

restauración o sustitución de los mismos, según el artículo 80 

Constitucional. 

 

Esta planificación debe prevenir y controlar factores de deterioro 

ambiental, así como la cooperación internacional para la 

conservación de ecosistemas situados en zonas fronterizas. 

 

i. Prohibición de armas químicas, biológicas y nucleares: En respuesta 

a los fuertes cambios ocasionados en el mundo, en especial con la 

segunda guerra mundial, el constituyente de 1991 decide establecer 

en el artículo 81 la prohibición de fabricación, importación, posesión 

y uso de armas químicas, biológicas y nucleares, así como cualquier 

otro derivado, en el territorio nacional.  

 

j. Espacio Público: Se establece en el artículo 82 Constitucional, como 

deber del Estado la protección de la integridad del espacio público, 

por su destinación al uso común, y en uso del principio de 

supremacía del interés general sobre el particular. 
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k. Acciones para la protección del medio ambiente: En el artículo 88 de 

la Constitución de 1991 se establece un mandato al legislador para 

regular acciones populares para la protección de los derechos e 

intereses colectivos. 

 

l. Deber de protección ambiental: El numeral 8 del artículo 95, 

establece en cabeza de los ciudadanos el deber de proteger los 

recursos culturales y naturales del país, así como velar por su 

conservación. 

 

m. Internacionalización de relaciones ecológicas: Según el artículo 226 

constitucional, se engendra para el Estado la obligación de promover 

la internacionalización de las relaciones políticas sociales y 

ecológicas, con base en los principios de equidad, reciprocidad y 

convivencia nacional. 

 

Por otro lado el artículo 289 establece que los departamentos y 

municipios ubicados en zonas fronterizas pueden adelantar 

directamente con la entidad territorial limítrofe del país vecino de 

igual nivel programas de cooperación para la preservación del 

ambiente. 

 

n. Funciones ambientales a autoridades: La constitución de 1991 

otorga funciones ambientales a diferentes autoridades, dentro de las 

cuales se destacan: 

 

 Contraloría General de la Republica (Art. 267 y 268.7) 

 Procuraduría General de la Nación (Art. 277.4) 

 Asambleas Departamentales (Art. 300.2) 

 Concejos Municipales (Art.313.) 

 Territorios Indígenas (Art. 330.5)  

 Corporación Autónoma del Rio Grande Magdalena (Art. 331) 
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 Consejo Nacional de Planeación ( Art 340) 

 

o. Régimen especial de San Andrés y Providencia: En la Constitución 

de 1991 se estableció en el artículo 310 un régimen especial para el 

archipiélago, destacando normas especiales en diferentes ámbitos, 

entre los cuales se encuentran políticas diferenciales de inmigración, 

circulación, controles de densidad de población, uso del suelo y 

sometimiento a condiciones especiales la enajenación de bienes 

inmuebles con el fin de preservar la identidad cultural de las 

comunidades nativas. 

 

p. Propiedad del Subsuelo y recursos naturales: Según el artículo 332 

de la Constitución Política de 1991, el Estado es propietario del 

subsuelo y de los recursos naturales no renovables sin perjuicio a 

derechos adquiridos. 

 

En el mismo sentido el artículo 360, señala que la explotación de 

recursos naturales no renovables se causara en favor del Estado, 

así como se dictan disposiciones al respecto. 

 

q. Limite a libertad económica: El Estado debe garantizar la actividad 

económica y la iniciativa privada dentro de los límites del bien 

común, sin embargo la ley delimitara el alcance de la libertad 

económica cuando así lo exija el interés social, el ambiente y el 

patrimonio de la nación. 

 

Por otro lado el artículo 334 señala la atribución de dirigir la 

economía en cabeza del Estado, el cual puede intervenir por 

mandato de la ley en la explotación de recursos naturales, uso del 

suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de bienes 

y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía. 
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Después de este recorrido normativo constitucional, es claro anotar que 

existe una serie de disposiciones cuyo fin es alcanzar una eficaz protección 

del medio ambiente estableciendo obligaciones, deberes, garantías y 

órganos de control para la protección del mismo.  

2.2.  DERECHO AL MEDIO AMBIENTE 

No existe en la doctrina un consenso respecto a la consideración que debe 

dársele al medio ambiente, ni tampoco acerca de aquello que debe 

entenderse descrito por este último. Sin embargo, y pese a las múltiples 

opiniones que existen al respecto, es necesario realizar una aproximación 

a su concepto, y al estatus que se le da dentro del ordenamiento jurídico, 

en tanto tal actividad es indispensable para poder determinar qué 

mecanismos son los adecuados para obtener su protección.  

Es por ello, que con el fin de realizar la precisión propuesta, es menester 

efectuar una distinción entre aquello que debe entenderse como el bien 

jurídico denominado medio ambiente, esto es, aquel que es objeto de 

protección por el ordenamiento jurídico, y el medio ambiente real; labor que 

permite delimitar el contenido de un posible derecho al medio ambiente, 

con lo que se supera algunos de los obstáculos que se oponen a su 

consideración como tal. Al respecto, el profesor Fernando Simón Yarza 

señala: 

En la década de los setenta se abordó, tanto en Alemania como en 

Estados Unidos, el problema sobre la oportunidad o no de 

constitucionalizar un derecho al medio ambiente. En esa discusión 

se puso de manifiesto la ambigüedad misma de este derecho, que 

puede constar de diversas facultades. No en vano lo pone Alexy 

como ejemplo de lo que denomina “derecho fundamental como un 

todo” (…), debido a la multiplicidad de posiciones jurídicas en que se 

podía traducir (…)23 

                                                           
23 YARZA, Fernando Simón. Medio ambiente y derechos fundamentales. Madrid: Editorial 
Tribunal Constitucional, 2012. P. 45 
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Distinción, que tiene una importancia preponderante, para determinar qué 

acciones deben entenderse lesivas del bien jurídico denominado medio 

ambiente; en tanto, la creación de un bien jurídico abstracto que ponga en 

evidencia el estado ideal en el que deben conservasen los elementos 

constitutivos del medio ambiente, como parámetro para determinar cuando 

el actuar de una persona debe entenderse lesivo de este último, resulta 

más adecuado, que adoptar como criterio de decisión, el actual estado de 

tales elementos. Al respecto, el profesor Jordi Jaria I Manzano, señala: 

“Cuando se consagra el bien jurídico, sin  embargo, se hace 

abstracción del medio ambiente realmente existente y se le delimita 

como una con figuración deseable -o, más bien, un conjunto de ellas- 

de este que pueda estar amenazada por la actividad humana, a cuya 

disciplina se dirige el Derecho. Esto es así porque, si el Derecho 

protegiera al medio ambiente real en la forma que presentara, el 

resultado de cualquier modificación de origen antrópico seria 

indiferente al Derecho en la medida que daría lugar a una 

configuración determinada del medio ambiente que sería la real en 

ese momento. El daño sobre el bien jurídico se define, por lo tanto 

en función de una configuración ideal del medio ambiente, que se 

concreta tanto en caracterizaciones positivas como en las 

prohibiciones de comportamiento dirigidas a su tutela. En este 

sentido, el medio ambiente en sentido jurídico es una entidad 

normativa que el Derecho pretende imponer a la realidad, no una 

realidad física que se impone al Derecho.  

En definitiva el medio ambiente como bien jurídico consiste en aquel 

estado o conjunto de estados que el Derecho considera dignos de 

protección, a partir del que se definen las trasformaciones humanas 

que tienen como consecuencia estados diferentes de los que 

determinan el medio ambiente protegido y, en consecuencia, se 

califican como antijurídicas. Así el medio ambiente no se protege en 

cuanto al ser, sino en tanto que deber ser y su configuración 
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hipotética es el resultado de una evaluación deontológica derivada 

de las preferencias del creador del Derecho en relación con el medio 

ambiente (…)”24    

Sin embargo, el contenido que se le otorgue a tal creación, dependerá en 

gran medida de la perspectiva que se adopte, respecto a la protección al 

medio ambiente; así tendremos que realizar una distinción, entre la 

comprensión antropocéntrica o personalista y la ecologista del medio 

ambiente.  

Desde la perspectiva ecologista o biocentrista se otorga a la naturaleza una 

importancia preponderante, a tal punto, que se le llega a equiparar con la 

persona humana, trayendo consigo consecuencias considerables. Al 

respecto el profesor Fernando Simón Yarza menciona: “… desde una 

comprensión biocentrista de la naturaleza se ha postulado su equiparación 

con otras especies, lo que supone una actitud de rechazo a la idea de una 

asociada dignidad humana…”25. Sin embargo, la posición ya descrita no ha 

sido la única desarrollada con el fin de obtener la protección del medio 

ambiente, y como alternativa, surgió la comprensión personalista o 

antropocéntrica, la que otorga una importancia mayor al ser humano, 

respecto de los elementos constitutivos del medio ambiente. Sobre la 

mencionada comprensión, el autor ya citado menciona: 

“En las antípodas de las tesis que disuelven la especificidad del ser 

humano en el conjunto de la vida emerge con fuerza, también desde 

los años setenta, otro movimiento ecologista, mucho más importante 

e influyente, basado en una comprensión “antropocéntrica” – o si se 

quiere, con una expresión más reverente respecto al medio 

ambiente, personalista- de la naturaleza, y del ser humano como su 

principal morador y administrador. Enfrentados a una visión 

crematística de la economía, que preconiza la intensificación sin 

restricciones del binomio producción consumo, los defensores de 

                                                           
24 I MANZANO, Jordi Jaria. Óp. Cit., p. 208,  209. 
25 YARZA, Óp. Cit., 14. 
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este ecologismo sostienen que “el descubrimiento de la ética 

ambiental radica en la advertencia de la coincidencia  entre la 

destrucción de la naturaleza y la propia destrucción del hombre por 

sí mismo”. Aquí la preocupación ecológica no solo no degrada al ser 

humano, sino que se enfatizan dimensiones de su dignidad hasta 

entonces poco atendidas como, por ejemplo, unas condiciones 

mínimas de “calidad de vida”. Tampoco pretende esta concepción 

antropocéntrica negar a los seres vivos su intrínseco valor, sino 

sencillamente afirmar el carácter superior de la dignidad humana. En 

este sentido, la conciencia ecológica antropocéntrica no excluye la 

exigencia de respeto a la naturaleza debido a la dignidad que le es 

propia, sino que cabalmente se contrapone a las corrientes 

ecologistas que equiparan a todas las especies”26  

Es importante, con el fin de determinar a qué hacen referencia las palabras 

medio ambiente dentro del ordenamiento jurídico, determinar que 

comprensión se adopta respecto al mismo; así, por ejemplo, países que 

optan por una perspectiva ecologista, en materia de protección 

medioambiental, han llegado a catalogar al medio ambiente como un sujeto 

de derecho, al que se le otorga la titularidad de derechos, que han sido 

consagrados en sus textos constitucionales; tal es el caso de Ecuador, 

quien ha implementado medidas que han resultado novedosas, y que se 

relacionan con el tema objeto de estudio. Al respecto el profesor Jordi Jaria 

I Manzano, señala: 

“El preámbulo de la nueva Constitución ecuatoriana, aprobada en el 

referéndum  de 28 de septiembre de 2008, se refiere a la naturaleza, 

“la Pacha Mama de la que somos parte y que es vital para nuestra 

existencia”, a la que los constituyentes celebran. A partir de ello en 

el mismo Preámbulo, los constituyentes anuncian que quieren 

construir “[una] nueva forma de convivencia ciudadana, en 

                                                           
26 YARZA, Óp. Cit., p, 14, 15. 
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diversidad y armonía con la naturaleza, para alcanzar el buen vivir el 

sumak kawsay” 

Efectivamente, la pretensión, como puede verse, es construir un 

modelo de convivencia con la naturaleza distinto al característico de 

Occidente, vinculado a las raíces milenarias y a los distintos pueblos 

a los que alude el preámbulo. Esto se concreta fundamentalmente, 

en un articulado original en el Derecho comparado en la medida que 

la propia naturaleza deviene sujeto de derechos (artículo 10). 

Así al mismo tiempo que se reconoce, en la línea del 

constitucionalismo universal contemporáneo y, particularmente, del 

latinoamericano, el “derecho a vivir en un ambiente sano, 

ecológicamente equilibrado, libre de contaminación y en armonía 

con la naturaleza”, en el marco de la declaración de derechos 

recogida en el artículo 66 (apartado 27), se dedica una capitulo a los 

derechos de la naturaleza”27 

Posiciones como las descritas, tienen implicaciones en las acciones 

públicas que pueden ejercerse en defensa del medio ambiente, debido a 

que implica reconsiderar el papel que las personas puedan desempeñar 

durante su trámite, en tanto, su actuación sería la de un agente oficioso que 

actúa en un proceso en el que se persigue obtener la protección de un 

sujeto diferente a él, esto es, el Medio Ambiente, a quien será el único que 

se le otorgue la protección correspondiente. 

Por otro lado, la implementación de una comprensión antropocéntrica del 

medio ambiente, ha permitido delimitar de forma más clara la distinción 

entre el medio ambiente como bien jurídico, noción a la que ya se hizo 

alusión, y el medio ambiente real, este último descrito a partir de la 

preponderancia que tiene sobre los demás seres vivos que lo rodean, el ser 

humano. Al respecto se ha dicho: 

                                                           
27 I MANZANO, Jordi Jaria. Óp. Cit., p. 201,202. 
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“La noción de medio ambiente, ya apunta hacia algo entorno a lo que 

se constituye como tal. Contrariamente a lo que sucede con las 

nociones de naturaleza, tierra o de vida, el medio ambiente es el 

medio ambiente de algo. El término medio ambiente, aparte de los 

posibles problemas que plantea desde el punto de vista lingüístico, 

indica algo parecido a “entorno” … La idea de medio ambiente en 

tanto que entorno requiere ser completada por aquello en relación 

con lo que el entorno se define, siendo por tanto una expresión 

relativa que necesita un referente. 

En este sentido, desde un punto de vista conceptual, el medio 

ambiente como bien jurídico se constituye a partir de la persona, que 

al mismo tiempo, desde el punto de vista axiológico, constituye el 

criterio que determina su configuración normativa. 

El medio ambiente real aparece como algo al entorno de los seres 

humanos que, en tanto que medio, constituye su condición de 

posibilidad el ámbito de despliegue de la vida humana, y, por lo tanto, 

se trata de preservarlo en la medida en que pueda actuar como tal, 

lo que motiva la acción del Derecho una vez la actividad humana 

constituye una amenaza para ello. La vida humana individual se 

presenta como el bien jurídico supremo al que se somete la 

protección del medio ambiente, más allá de la protección del ciclo de 

la vida en su conjunto o de la propia especie humana, que se 

subordinan al ser humano individual, en la medida en que se define 

la dignidad de la persona como fundamento de la persona jurídica”28 

Sin embargo, debe tenerse en cuenta que, la adopción de una comprensión 

antropocéntrica del medio ambiente, no implica considerar a este último 

como un derecho, sino que su calificación puede variar. Es por ello que en 

diversas constituciones que han adoptado tal perspectiva, puede verificarse 

                                                           
28 Ibíd., p. 213, 214.   
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que la protección del medio ambiente se emprende de diversas maneras, 

dentro de las cuales se encuentran: 

- La consagración de mandatos de protección, esto es enunciados 

normativos jurídico objetivos, como en el caso de Alemania e Italia. 

- La consagración de la protección medioambiental como un deber de 

todos los ciudadanos; este es el caso de Polonia y Rumania. 

- La consagración del medio ambiente como título restrictivo para el 

ejercicio de ciertos derechos, tales como el de propiedad o la libertad 

de empresa.  

- La implementación de los denominados derechos procedimentales 

ambientales, cuya formulación más destacable se encuentra en el 

Convenio sobre acceso a la información, la participación del público 

en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en asuntos 

ambientales, adoptado en Aarhus Dinamarca, el 25 de junio de 1998. 

Este convenio se articula en tres pilares que son:  

(…) a) derecho a la información medioambiental, que incluye 

tanto el acceso a la información (art.4) como la recogida y 

difusión de informaciones sobre el medio ambiente (art.5); b) 

derecho a la participación en la toma de decisiones, que 

incluye la posibilidad de participar en decisiones relativas a 

actividades específicas (art. 6), en planes, programas y 

políticas (art.7), y en la elaboración de normas reglamentarias 

(art. 8); y c) el derecho al acceso a la justicia (art. 9) para 

recurrir aquellos actos que contravengan el derecho a la 

información (art. 9.1.) y a la participación pública (art. 9.2), así 

como los actos lesivos del derecho ambiental nacional, de 

acuerdo con las normas de legitimación del derecho interno 

(art. 9.3.)   
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Sin embargo debe tenerse presente, que estos no son en realidad 

derechos fundamentales, sino simplemente una serie de derechos 

de carácter procedimental29. 

- A partir de la perspectiva antropocéntrica, se justifica la posibilidad 

de obtener la protección del medio ambiente, siempre y cuando la 

afectación a este último implique la vulneración de  derechos tales 

como la salud y la integridad física de los que son titulares las 

personas. Por ello es posible afirmar, que criterios tales como el de 

conexidad al que se aludirá más adelante en este texto, ha surgido 

a partir de la adopción de esta comprensión.              

Para concluir este acápite, es menester señalar, que la protección del 

medio ambiente no implica de forma necesaria, la formulación de un 

derecho, que tenga el carácter de fundamental; esto teniendo en cuenta 

que la amplitud del concepto objeto de estudio torna difícil determinar el 

contenido y las facultades que otorga un derecho de tal tipo. Es por ello, 

que algunos autores, al realizar un estudio detallado sobre el tema que aquí 

se aborda, concluyen que “(…) la protección constitucional más adecuada 

del medio ambiente como bien colectivo no es la propia de los derechos 

fundamentales, sino la de los fines de la actividad estatal o los mandatos 

objetivos de protección”30             

2.3 EL SISTEMA NACIONAL AMBIENTAL - SINA  

Fruto del desarrollo en materia ambiental traído por la Constitución Política 

de 1991, se creó en 1993 el Sistema Nacional Ambiental – SINA el cual es 

“(…) el conjunto de orientaciones, normas, actividades, recursos, 

programas e instituciones que permiten la puesta en marcha de los 

principios generales ambientales (…)”31  

                                                           
29 YARZA, Óp. Cit., p, 35 
30 Ibíd., p, 71. 
31 Artículo 4 de la Ley 99 de 1993 
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Dentro de este conjunto se destacan los principales principios del derecho 

ambiental que son: 

 Principio de Precaución: El presente principio se predica de la 

necesidad que recae en el Estado de prevenir y controlar todos 

aquellos factores que puedan conllevar al deterioro del medio 

ambiente; exigiendo para ello, la reparación de daños causados, a 

partir de diferentes normas. 

 

Este principio tiene una órbita punitiva, también tiene un aspecto 

preventivo, donde las autoridades y demás participes de la sociedad 

deben evitar cualquier conducta dañosa frente al medio ambiente. 

 

La Corte Constitucional ha establecido que aquellas medidas que se 

tomen con base en el principio de precaución deberán contar con los 

siguientes elementos: “(…)(i) que exista peligro de daño, (ii) que éste 

sea grave e irreversible, (iii) que exista un principio de certeza 

científica, así no sea ésta absoluta, (iv) que la decisión que la 

autoridad adopte esté encaminada a impedir la degradación del 

medio ambiente y (v) que el acto en que se adopte la decisión sea 

motivado”32 

 

 Principio de Rigor Subsidiario: Según lo establecido en el artículo 66 

de la ley 99 de 1993, las autoridades medio ambientales que “(…) 

expidan para la regulación del uso, manejo, aprovechamiento y 

movilización de los recursos naturales renovables, o para la 

preservación del medio ambiente natural, bien sea que limiten el 

ejercicio de derechos individuales y libertades públicas para la 

preservación o restauración del medio ambiente, o que exijan 

licencia o permiso para el ejercicio de determinada actividad por la 

                                                           
32 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala plena de la Corte Constitucional. Expediente T-2418581. 
Sentencia C-703 de 2010. Bogotá, 01 de Octubre de 2010. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub 
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misma causa, podrán hacerse sucesiva y respectivamente más 

rigurosas, pero no más flexibles, por las autoridades competentes 

del nivel regional, departamental, distrital o municipal, en la medida 

en que se desciende en la jerarquía normativa y se reduce el ámbito 

territorial de las competencias, cuando las circunstancias locales 

especiales así lo ameriten.” 

 

 Principio de  Armonía Regional: Al igual como sucede en el artículo 

113 de la Constitución Política en cuanto a la colaboración armónica 

de las ramas y órganos autónomos del Estado, debe entenderse que 

los diferentes Departamentos, Distritos, Municipios, Territorios 

indígenas, ejercerán “sus funciones constitucionales y legales 

relacionadas con el medio ambiente y los recursos naturales 

renovables, de manera coordinada y armónica, con sujeción a las 

normas de carácter superior y a las directrices de la Política Nacional 

Ambiental, a fin de garantizar un manejo unificado, racional y 

coherente de los recursos naturales que hacen parte del medio 

ambiente físico y biótico del patrimonio natural de la nación”33 

El SINA nace para “(…) crear una nueva autoridad ambiental y una 

propuesta de gestión ambiental participativa, que permitiera construir un 

modelo de desarrollo sostenible o armónico entre el bienestar social y la 

preservación de la naturaleza”34 

Con lo anterior se busca asegurar la adopción y ejecución de políticas y de 

planes, que garanticen el cumplimiento de los deberes del Estado y la 

satisfacción de los derechos de los particulares, con relación al medio 

ambiente y al patrimonio natural de la Nación35 

                                                           
33 Artículo 63 de la ley 99 de 1993 
34 Universidad Nacional Abierta y a Distancia, El "SINA" El Sistema Nacional Ambiental [En Línea] 
(S.F.) Disponible en:  http://bit.ly/1neM2p3 Recuperado el 13 de septiembre de 2014   
35 Artículo 2 de la Ley 99 de 1993 
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Este sistema está conformado por diferentes autoridades, bajo la dirección 

del Ministerio del Medio Ambiente, el cual tiene facultades de “(…) 

inspección y vigilancia de los órganos del SINA, incluidas las corporaciones 

autónomas regionales, con el fin de verificar la implementación de la política 

y evaluar sus resultados”36 

Entendiendo de este modo al SINA, como el sistema que en Colombia tiene 

como fin garantizar el goce del Derecho al medio ambiente sano a través 

de sus diferentes orientaciones, normas, actividades, recursos, programas 

entre otros. 

2.4 LICENCIAS AMBIENTALES COMO GARANTIA DEL DERECHO AL 

MEDIO AMBIENTE SANO 

El tratamiento que se le dio a aquellas actividades que pueden llegar a 

producir  efectos o tener impacto sobre el medio ambiente, se hizo en un 

principio a partir de la legislación de carácter civil; evidencia de ello se 

encuentra en las regulaciones que es posible encontrar dentro del Código 

Civil, y que se dirigen a la regulación de las relaciones de vecindad. Lo 

anterior debido a las características predominante rurales de la población 

que habitaba los Estados en los que se aplicaba tal legislación; sin 

embargo, y con el aumento de las actividades de índole industrial propias 

de los siglos XIX y XX, se hace manifiesto que aquellas labores  que pueden 

repercutir en el estado del entorno de las comunidades, no constituyen un 

tema que interesa únicamente a las personas que habitan las zonas 

cercanas al predio en donde se desarrollan, sino que tienen una innegable 

dimensión pública, y para  su control y la búsqueda de solución de los 

problemas que puedan generar, se requiere de la intervención de los 

órganos del Estado, en especial de aquellos que pertenecen a su rama 

ejecutiva37. 

                                                           
36 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala plena de la Corte Constitucional. Expediente T-101. Sentencia C-
570 de 2012. Bogotá, 18 de julio de 2012. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
37 PARDO, José Esteve. Derecho del medio ambiente. Segunda Edición. Madrid: Ediciones jurídicas 
y sociales S.A., 2008. P. 19, 20. 
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Con el objetivo, entre otros, de aumentar la participación de los órganos del 

Estado ya referenciados, en lo  relacionado con la protección del entorno 

humano, es que se emprende la regulación de aquellas actividades 

susceptibles de producir efectos en el medio ambiente; y con el fin de dar 

cumplimiento a tal terea, se crean dentro del ordenamiento jurídico 

colombiano, las licencias ambientales, las cuales pueden ser calificadas 

como un instrumento de intervención de los órganos pertenecientes a la 

rama ejecutiva del poder público en la protección del medio ambiente.                           

En el ordenamiento jurídico colombiano, la definición de licencia ambiental 

se encuentra consagrada en el artículo 50 de la ley 99 de 1993, que al 

respecto menciona:  

“Se entiende por licencia ambiental la autorización que otorga la 

autoridad ambiental competente para la ejecución de una obra o 

actividad, sujeta al cumplimiento por el beneficiario de la licencia de 

los requisitos  que la misma establezca en relación con la 

prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los 

efectos ambientales de la obra o actividad autorizada.” 

Pese a la existencia de la definición con antelación trascrita, algunos 

tratadistas, proponen otras que resultan mucho más claras y que denotan 

la naturaleza jurídica de las licencias ambientales. Dentro de esta ultimas, 

vale la pena destacar la expuesta por Luis Fernando Macías Gómez, quien 

señala que, “La licencia ambiental en realidad no es sino la materialización, 

en un acto administrativo, de un proceso de evaluación de impacto 

ambiental”38.  

Lo anterior implica, que la licencia ambiental es una decisión de carácter 

administrativo, clasificada dentro de aquellas de carácter discrecional, por 

cuanto, es el resultado de un procedimiento, que implica la evaluación del 

impacto ambiental de la actividad u obra objeto de análisis, teniendo en 

                                                           
38MACIAS GOMEZ, Luis Fernando. Licencias y permisos ambientales. En Perspectivas del Derecho 
Ambiental en Colombia. Bogotá: Editorial Universidad del Rosario, 2006. P. 230.   
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cuenta los conceptos emitidos por ciertas autoridades que son consultadas, 

y una vez permitida la participación correspondiente de los ciudadanos, sin 

que las actuaciones de la autoridad competente para expedirla se limiten a 

la simple verificación del cumplimiento de ciertos requisitos de índole 

legal39.  

Aunque se le considere un acto administrativo de carácter discrecional, ello 

no implica que por tal razón se excluya tales decisiones de la posibilidad de 

ejercer sobre ellas los medios de control ordinarios consagrados en el 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en tanto el artículo 44 de tal estatuto, es claro en señalar, 

que aquellas decisiones que pueden ser calificadas como de carácter 

discrecional, bien sean de índole particular o general, deben ajustarse a los 

hechos que le sirven de causa, y además corresponder a los fines de la 

norma que las autorizan. Es decir que, el control de carácter judicial de las 

licencias ambientales, atendiendo a la naturaleza jurídica de estas últimas, 

debe emprenderse por las vías ordinarias creadas por el legislador para tal 

fin; esto es, las acciones de nulidad simple, y de nulidad y restablecimiento 

del derecho, tornándose así, excepcional la procedencia en tales casos de 

las acciones objeto de estudio en este texto, esto es, las populares y de 

tutela. Tal posición, es compartida por la Corte Constitucional, quien en la 

sentencia T- 982 de 2004, señalo que, aquellas potestades de la 

administración están sometidas a control judicial debido a una serie de 

instituciones jurídicas, tales como los vicios de formación, los errores de 

apreciación, la desviación de poder, el principio de necesidad y el de 

proporcionalidad. Así mismo,  

“Para controlar el ejercicio de la facultad discrecional de la 

administración, que obviamente se manifieste a través de actos 

administrativos, se prevé por regla general en el ordenamiento 

jurídico la procedencia de las acciones de nulidad y de nulidad y 

restablecimiento del derecho, según el caso, con la posibilidad de 

                                                           
39 Ibíd., 238. 
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solicitar in situ la suspensión provisional de los efectos del acto 

demandado. Así las cosas, y conforme a lo prescrito en el artículo 

86 de la Constitución Política, es indiscutible que la acción de tutela 

frente a dicha modalidad de actos administrativos, corresponde – en 

cuanto a su naturaleza jurídica – a un mecanismo subsidiario y 

excepcional de defensa judicial (…)40. 

Además, es menester tener en cuenta que, las licencias ambientales, son 

instrumentos que encuentran sustento en normas de índole constitucional, 

por cuanto, son herramientas indispensables para el cumplimiento de los 

fines del Estado, en lo relativo a la meta del implementar un desarrollo 

sostenible, dar plena aplicación a la función ecológica de la propiedad, y a 

enmarcar la libertad de empresa dentro de un respeto profundo de la 

protección ambiental41, dando así razones suficiente para que nuestra 

Constitución Política de 1991 siga siendo calificada como de carácter 

ecológico. 

Además, también se ha resaltado su importancia no solo como mecanismo 

tendiente al cumplimiento de los deberes impuestos por el constituyente, 

sino como protector de los derechos de los ciudadanos. En relación a tal 

tema, la Corte Constitucional, en la sentencia C-328 de 1995, menciono: 

“(…) El deber de prevención y control del deterioro ambiental se 

ejerce entre otras formas, a través del otorgamiento, denegación o 

cancelación de licencias ambientales por parte del Estado… La 

finalidad de la licencia ambiental no es otra que la protección de los 

derechos individuales y colectivos mediante el ejercicio oportuno de 

la actividad estatal”42  

                                                           
40 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala quinta de revisión de tutelas. Expediente T-916680. Sentencia T-
982 de 2004. Bogotá, 8 de octubre de 2004. Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.    
41 MACIAS GOMEZ, Óp. Cit., p. 237.  
42CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Referencia D-722. Sentencia C-328 de 1995. Bogotá, 27 de 
julio de 1995. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.   
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Es decir, que los instrumentos objeto de estudio en este aparte, se 

consolidan como aquellos que son útiles a los órganos de la rama 

administrativa para emprender la protección de los derechos de las 

personas, en especial de aquel a gozar de un medio ambiente sano, sin 

que se requiera para ello de la participación de estos últimos, aun cuando 

en el procedimiento que debe seguirse para su expedición, puedan 

intervenir. 

Respecto del ámbito de aplicación material de la normativa que regula las 

licencias ambientales, es preciso señalar, que aquellas actividades y obras 

cuyo desarrollo está supeditado a la obtención de tal autorización, se 

encuentran señaladas en los artículos 8 y 9 del decreto 2820 de 2010.  

Si se compara la regulación contenida en esta última norma, con aquellas 

expedidas con antelación, y derogadas o modificadas por esta, destinadas 

a la regulación de la ley 99 de 1993, en lo relativo a las licencias 

ambientales, es posible verificar, la antípoda del derecho ambiental, esto 

es, la tendencia hacia la desregulación, por cuanto se evidencia que la 

expedición de nuevas reglamentaciones de la menciona ley, han tenido 

como objetivo inequívoco, la eliminación de la exigencia de la licencia 

ambiental para el desarrollo de muchas actividades, antes sometidas al 

cumplimiento de tal deber. Claras son las palabras del profesor Luis 

Fernando Macías Gómez, quien al respecto menciona: “Se podría concluir 

que desde un comienzo, el régimen de licencias ambientales ha estado 

marcado por un intento de reducir al mínimo las actividades sometidas a tal 

requisito y la duración del trámite para su expedición”43. 

Pero el proceso de desregulación ya mencionado, no solamente surtió 

efectos sobre el ámbito de aplicación material de las normas reguladoras 

de las licencias ambientales, sino que también tuvo consecuencias en lo 

relativo a la posibilidad de participación de los ciudadanos en el 

procedimiento que debe surtirse para su obtención.  

                                                           
43 MACIAS GOMEZ, Óp. Cit., p. 236. 
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Así es como algunos autores consideran que la intervención de los 

ciudadanos quedo exclusivamente limitada a la participación por medio de 

la consulta previa en aquellos casos en que es exigida44; por otro lado, 

Garzón  haciendo énfasis en los retrocesos que en materia de participación 

ciudadana se han realizado, señala: “Para el [decreto] 1753 de 1994 no 

existía la participación comunitaria; para el 1728 de 2002, apareció de 

manera insípida en los articulo 30 y 31 y para el 1180, se condenso en el 

artículo 26, quedando aún más precaria la participación”45. 

Atendiendo a lo ya expuesto es posible afirmar que, el fin que se persigue 

al implementar una política de licenciamiento ambiental, es el de 

compensar, corregir, mitigar, prevenir y controlar los daños y efectos que 

se puedan suscitar en el ambiente al adelantarse una determinada 

actividad u obra46. Sin embargo debe tenerse en cuenta que, con  la 

imposición del requisito de la obtención previa de una licencia ambiental no 

se pretende la prohibición definitiva de aquellas actividades de cuyo 

desarrollo puedan derivarse consecuencias nocivas sobre el medio 

ambiente. Mediante tal instrumento se pretende que el impacto que se 

genere por la ejecución una determinada obra o labor, se produzca en la 

menor cantidad posible o resulte imperceptible47. Y es que el proceso de 

evaluación del impacto ambiental, propio del procedimiento administrativo 

que debe adelantarse para la obtención de las licencias, es el que permite 

incluir la variable ambiental en aquellas decisiones que definirán la 

posibilidad de ejecución de ciertas obras o acciones; lo anterior en 

búsqueda del equilibrio que debe existir entre el deber de protección del 

medio ambiente, cuyo cumplimiento es exigido por la Constitución Política 

                                                           
44GARZON, María Osley. Las licencias ambientales y sus efectos en el ambiente, Medellín, 2004-
2005. [En línea]. 2006. Universidad de Antioquia. Disponible en 
http://www.scielo.org.co/img/revistas/rfnsp/v24n1/v24n1a12.pdf Recuperado el 13 de 
Septiembre de 2014. P, 101. 
45 GARZON, MO, FIGUEROA, MC. Las licencias ambientales y sus efectos en el ambiente (caso 
curva Rodas y parque ambienta de la Pradera). Medellín: Universidad de Antioquia. Facultad 
Nacional de Salud Pública. 2005. Citado por GARZON, María Osley, Óp. Cit., p. 103. 
46 Ibíd., P. 99.  
47 PARDO, José Esteve. Óp. Cit., p, 22. 
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de Colombia, con la necesidad de realizar una obra que puede repercutir 

de forma significativa en el progreso y desarrollo del país48. 

Con el fin de lograr los objetivos para los que han sido creadas, en el texto 

de las licencias ambiéntales se incluye una serie de obligaciones a cuyo 

cumplimiento está supeditada la ejecución de las obras o actividades que 

fueron por medio de ella autorizadas, y que en caso de incumplimiento, tal 

como lo prescribe el artículo 62 de la ley 99 de 1993, se faculta al órgano 

competente, para llevar a cabo la revocatoria del correspondiente acto 

administrativo, aun sin el consentimiento de su titular49.                  

Pese a lo anterior, no debe olvidarse que son múltiples los inconvenientes 

que se presentan al momento de imponerse o implementarse las medidas 

tendientes a la mitigación, corrección, prevención o compensación. Al 

respecto, María Osley Garzón señala: 

“Es difícil lograr la efectividad de los instrumentos político-

ambientales en el país, ya que no existen suficiente investigaciones 

científicas en materia ambiental que sustenten con evidencia cuales 

son los límites permisibles de utilización de cada recurso natural que  

se vaya a afectar y/o utilizar, de acuerdo con el tipo de proyecto, obra 

o actividad licenciada. Por esta razón, en Colombia se utilizan 

estándares hechos por otros países y para otros entornos, lo que da 

lugar a inconsistencias y riesgos cada vez mayores para los recursos 

naturales, el ambiente y la salud de las poblaciones que se ven 

directamente afectadas por la operación, puesta en marcha,  

clausura y posclausura de un proyecto, obra o actividad licenciado 

ambientalmente”50   

Además, las medidas que se adoptan con el fin de mitigar los efectos que 

puedan generar en el ambiente una determinada obra o actividad, en 

                                                           
48 MACIAS GOMEZ, Óp. Cit., p. 230. 
49Ibíd., p. 238. 
50 GARZON, Óp. Cit., p. 106.  
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algunos casos suponen obligaciones, que para ciertos tratadistas, no 

pueden ser impuestas mediante licencias ambientales, por cuanto las 

autoridades competentes para la expedición de estas últimas carecen de 

tal facultad;  en otras situaciones tales medidas carecen del rigor técnico 

necesario. Así, por ejemplo, en España se tiende a imponer como medida 

de mitigación, la implementación de chimeneas altas, o filtros en esta 

ultimas; o la exigencia de realizar la actividad a una determinada distancia 

de aquellos lugares con una población numerosa51. En Colombia, se 

acostumbra imponer como medida de compensación, la obligación de 

reforestar una determinada zona; sin embargo, con ello se suscita un 

problema, debido a que los bienes inmuebles en los que deben sembrarse 

las plantas correspondientes, no son de propiedad de quien pretende se le 

otorgue la licencia ambiental, y por lo tanto el interesado  en darle 

cumplimiento a los condicionamiento señalados en esta última52.   

Los anteriores problemas se ven acrecentados por fenómenos 

incontrolables, como el aumento de la población y el crecimiento urbano, 

que han ocasionado una reducción de las distancias entre aquellas 

instalaciones destinadas al desarrollo de una actividad con un alto grado 

de impacto ambiental, y los lugares habitados por un número considerable 

de personas53; separación tenida en cuenta en el momento de ser 

concedida la licencia ambiental correspondiente, como requisito 

indispensable para su otorgamiento. Así mismo, la consideración de los 

casos en forma aislada, no permite tener en cuenta los efectos nocivos que 

se generan al medio ambiente, con el desarrollo conjunto de numerosas 

actividades u obras, cuya realización tiene incidencia en el bien jurídico 

denominado medio ambiente. Al respecto el tratadista José Esteve Pardo, 

señala: 

                                                           
51 PARDO, Óp. Cit., p. 22, 23, 24. 
52 MACIAS GOMEZ, Óp. Cit., p. 239. 
53 PARDO, Óp. Cit., p, 24. 
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“La experiencia muestra bien a las claras, sin embargo, que esos 

negativos efectos se acaban sintiendo inexorablemente. Una 

instalación, o un reducido número de ellas, pueden emplazarse a 

una distancia tal que sus efectos no se perciban; no tanto por la 

distancia, como por ser una sola, o unas pocas, las instalaciones que 

se autorizan. Pero ante la saturación industrial y de actividades con 

incidencia ambiental, con los efectos sistémicos y de sinergia de la 

contaminación, no puede fiarse la protección ambiental a un conjunto 

de decisiones singulares de sitiar instalaciones en unos lugares 

remotos y deshabitados que, sencillamente ya no existen”54 

Así mismo debe tenerse en cuenta, que el mayor obstáculo que debe 

superar el instrumento analizado en este aparte del texto para consolidarse 

como un herramienta de índole técnico jurídico, efectiva para la protección 

del medio ambiente, es la consideración que se le da de simple trámite 

formal, olvidándose así las valiosas funciones de índole constitucional, a 

las que se les da cumplimiento, mediante su exigencia. En relación a dicho 

con antelación, el profesor Luis Fernando Macías Señala: 

“En Colombia la licencia ambiental ha sido tomada, últimamente, 

como un simple permiso más para desarrollar una actividad, 

desconociendo su trascendencia constitucional y su importancia 

para alcanzar el desarrollo sostenible. 

… 

La ausencia de una verdadera comprensión de su alcance por parte 

de las autoridades, como de los diversos sectores productivos, ha 

ido convirtiendo la licencia ambiental en un simple trámite, hasta el 

punto que hoy son prácticamente inexistentes las actividades 

sometidas a licencia ambiental. En el sector hidrocarburos, 

energético y mineros, se conservan algunos casos sometidos a 

licencia ambiental. Otros casos son de rara ocurrencia, como la 

                                                           
54 ibíd., p. 25.    
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construcción de playas y dunas. Es de señalar que en este proceso 

también ha cumplido un papel importante la ausencia de un 

verdadero debate jurídico, y no solo discusiones ideológicas y 

jurídicas, que se han tratado de dar en algunos salones de reuniones 

o en ciertos círculos ambientalistas, poco amigos de la dogmática 

jurídica”55                                                            

2.5   MECANISMOS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 

COLECTIVOS 

Los derechos colectivos son aquellos que constituyen una nueva 

generación de derechos, concepto que se acuñó por las organizaciones 

internacionales de derechos humanos y su reconocimiento se inicia a 

través de instrumentos generados en el interior de estas últimas.  

La denominación de derechos ecológicos es la más reconocida en la 

doctrina internacional, ya que la crisis ecológica de nuestro tiempo, ha 

puesto en evidencia las ambigüedades no resueltas del proyecto de la 

modernidad, y las insuficiencias de nuestro modelo económico y político56 

El surgimiento de estos derechos implican un cambio de paradigma en la 

forma tradicional de protección de los derechos, ya que son propios de la 

posmodernidad y como en cada uno de ellos se encuentra implícito el 

debate de lo público, la esfera de lo público  que correspondería a defender 

a la sociedad y cada individuo que hace parte de ella, muchas veces contra 

el mismo Estado que se presenta como protector y vulnerador.  

Una de las mayores preocupaciones, por no decir la más importante, hace 

referencia a la protección o acceso a la  justicia para obtener la protección 

de estos derechos colectivos; esto debido a que es urgente contar con 

mecanismos eficaces, que permitan que lo resuelto por el juez, más que 

justo, sea conocido y efectivo.  

                                                           
55 MACIAS GOMEZ, Óp. Cit., p. 230, 236.  
56 RODRIGUEZ PALOP, María Eugenia. La nueva generación de derechos humanos. Origen y 
justificación. Madrid: Dickinson. 2002. P,  50-51.  
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La forma en que se plantea en el contexto internacional la posibilidad de 

obtener la protección de tales derechos, presenta diferentes fallas; entre 

ellas encontramos el hecho de que se parte de la existencia de recursos 

judiciales frente a la vulneración de derechos individuales, pero no ocurre 

lo mismo con los derechos  económicos, sociales, culturales y colectivos. 

Los principales obstáculos que se encuentra en el derecho internacional 

según afirmaciones de varios tratadistas son:  

“En el sistema de Naciones Unidas: la carencia de un procedimiento 

internacional para la presentación de quejas individuales oficiales, al 

tenor del pacto de derechos económicos, sociales y culturales y de 

los instrumentos de protección de derechos colectivos, en especial 

de los instrumentos que en materia ambiental han ratificado los 

Estados”. 57 

En los instrumentos internacionales que consagran estos derechos, no se 

contempla la obligación que tienen los Estados de proveer recursos 

judiciales para su garantía58 

En Colombia, la garantía de los tribunales por la defensa de los derechos 

colectivos se ha logrado forzando la protección por medio de instrumentos 

creados solo para derechos individuales. Allí la estrategia del litigio, es 

identificar la conexidad de estos derechos con derechos individuales. Fue 

lo que ocurrió entre 1992 y 1998 con la acción de tutela en materia 

ambiental.  

La exigibilidad de los derechos colectivos en Colombia, se da por medio de 

dos instrumentos, la tutela, las acciones populares y las acciones de grupo; 

la primera consagrada en la carta política de 1991, para la defensa de los 

                                                           
57 NACIONES UNIDAS. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación 
general No.9 
58 En el sistema Interamericano: El protocolo de San salvador consagra una gran lista de derechos, 
entre los cuales está el ambiente; sin embargo, solo pueden llevarse casos ante la Corte 
Interamericana referidos al derecho a la educación y a los derechos sindicales. Esto muestra las 
restricciones que los sistemas de protección tienen a la entrada de casos que obliguen a los Estados 
a garantizar eficazmente los derechos económicos, sociales, culturales y colectivos.  
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derechos fundamentales; la Corte Constitucional, en respuesta a la 

necesidad de defensa eficaz del derecho al ambiente, desarrolló la tesis de 

conexidad para permitir la garantía de derechos colectivos en directa 

relación con los derechos fundamentales. 

En la ley 472 de 1998, se regulan las acciones populares y de grupo. Se 

crean como mecanismo idóneo para la protección de derechos colectivos; 

la sociedad en general, ha encaminado sus peticiones judiciales por esta 

vía. A partir de la entrada en vigencia de la ley, se dio por muy lógicas 

razones una reducción significativa de tutelas ambientales y en los años 

siguientes son escasas las peticiones referidas al medio ambiente 

utilizando este mecanismo jurídico, pese a que aún es posible obtener su 

protección por esta vía.   

La tutela es un mecanismo de protección de los derechos constitucionales 

fundamentales de los habitantes del territorio colombiano. La Constitución 

Nacional en su artículo 86 dispuso que toda persona tendrá acción de tutela 

para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 

procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su 

nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de 

particulares en los casos previstos en la ley, siempre y cuando no proceda 

otro mecanismo judicial de defensa. Se debe presentar la acción de tutela 

ante los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 

violación o la amenaza que motivan la presentación de la solicitud, según 

lo menciona el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991.  

En el igual sentido la Corte Constitucional afirmo: 

“La consagración de la acción popular se relaciona con el modelo de 

Estado adoptado en la Carta Política y con el principio de solidaridad. 

Constituye un mecanismo por medio del cual los ciudadanos 

intervienen en las decisiones que los afectan para asegurar el 
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cumplimiento de los fines del Estado, especialmente por su diseño. 

El modelo de estado social implica un deber de intervención mayor 

en los asuntos diarios de las personas, como forma de garantizar el 

mínimo vital en una sociedad compleja contemporánea y 

globalizada. Esta mayor intervención de las instancias estatales en 

la vida pública, a través de los asuntos de importancia social, 

conlleva a su vez una profundización de los derechos de 

participación política en democracia, entendidos como herramientas 

que garantizan el autogobierno a todas las personas, en tanto 

igualmente dignas. La posibilidad de representar causas públicas, 

en tal contexto, supone, no sólo una expresión de las libertades 

individuales y de participación democrática reforzada ante un estado 

con funciones de intervención social, sino también, una 

manifestación del principio de solidaridad. La jurisprudencia ha 

sostenido que la constitucionalización de estas acciones obedeció a 

la necesidad de protección de los derechos derivados de la aparición 

de nuevas realidades o situaciones socio-económicas, en las que el 

interés afectado no es ya particular, sino que es compartido por una 

pluralidad más o menos extensa de individuos. Las personas ejercen 

entonces, verdaderos derechos de orden colectivo para la 

satisfacción de necesidades comunes, de manera que  cuando 

quiera que tales prerrogativas sean desconocidas y se produzca un 

agravio o daño colectivo, se cuente con la protección que la  

Constitución le ha atribuido a las acciones populares, como derecho 

de defensa de la comunidad.”59 

La jurisprudencia constitucional ha recordado que: 

“(…) la acción popular es un derecho político constitucional, en el 

contexto de una sociedad que se erige como democrática y que 

defiende a las personas frente a intrusiones ilegítimas en sus los 

                                                           
59 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Expedientes D-8392 y D-8405. Sentencia C-630 de 2011. 
Bogotá, 24 de agosto de 2011. Magistrado Ponente: María Victoria Calle Correa.  



58 
 
 

derechos, sin importar a qué tipo de poder sean adjudicables. Ha 

recordado que la acción popular es uno de aquellos “… instrumentos 

que forman parte del conjunto de mecanismos que el movimiento 

constitucionalista occidental contemporáneo ha ido incorporando de 

manera paulatina a los sistemas jurídicos, para optimizar los medios 

de defensa de las personas frente a los poderes del Estado, de la 

administración pública y de los grupos económicamente más 

fuertes”.60 

Por su parte El artículo 3 La ley 472 de 1998,  desarrolla la Acción de Grupo, 

indicando como característica principal la pluralidad de personas a las 

cuales se les causa un daño, originado por una misma causa61 

La Corte Constitucional en estudio de la Ley 472 de 1998 relaciono los 

diferentes principios y reglas que deben tenerse en cuenta en cuanto a la 

acción de grupo, afirmando: 

“(…) i) la facultad que se atribuye al Defensor del Pueblo o los 

personeros para dar inicio al trámite de la acción; ii) la regla según 

la cual quien actúe como demandante representa a todas las demás 

personas que hubieren sido afectadas por los mismos hechos 

venerantes; iii) la posibilidad de acudir al proceso una vez que éste 

se ha iniciado gracias a la demanda iniciada por otra persona; iv) la 

opción de solicitar ser excluido del grupo en caso de preferir el 

ejercicio de las acciones individuales, evento en el cual los efectos 

de la sentencia no serán oponibles a dicha persona; v) la 

procedencia de medidas cautelares en los mismos casos que en los 

procesos civiles ordinarios; vi) la posibilidad de interponer, contra la 

                                                           
60 Ibíd.    
61 GERENCIE. COM , Características de la Acción de Grupo [En Línea] (S.F.) Disponible en:  
http://www.gerencie.com/caracteristicas-de-la-accion-de-grupo.html  Recuperado el 13 de 
septiembre de 2014 

http://www.gerencie.com/caracteristicas-de-la-accion-de-grupo.html
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decisión final, los recursos de apelación, casación y/o revisión; vii) 

en general, la celeridad que caracteriza este tipo de procesos”62 

La Corte Constitucional en Sentencia C-215 de 1999 señalo como 

características de la acción de grupo: 

(…) i) No involucran derechos colectivos. El elemento común es la 

causa del daño y el interés cuya lesión debe ser reparada, que es lo 

que justifica una actuación judicial conjunta de los afectados ; ii) En 

principio, por tratarse de intereses individuales privados o 

particulares, los criterios de regulación deben ser los ordinarios ; iii) 

Los mecanismos de formación del grupo y la manera de hacer 

efectiva la reparación a cada uno de sus miembros sí deben ser 

regulados de manera especial, con fundamento en la norma 

constitucional, atendiendo a las razones de economía procesal que 

inspiran su consagración en ese nivel”63 

La Acción de Grupo y la Acción Popular fueron creadas en virtud del artículo 

88 de la Constitución Política, para la protección de derechos a un grupo 

plural de personas, pero estas no son la misma acción y difieren de 

diferentes factores, como lo señala la Corte Constitucional en la sentencia 

C-304 de 2010, al afirmar: 

“Tanto la acción de grupo como la acción popular  han sido 

estatuidas para obtener la reparación del daño causado a un número 

plural  de personas (CP art. 88), que superan las limitaciones de los 

esquemas procesales puramente individualistas para la protección 

de los derechos, sin embargo se distinguen  en algunos  aspectos: 

(i) En su finalidad:  La acción popular tiene un propósito 

esencialmente preventivo, mientras que la acción de grupo cumple 

una función reparadora o indemnizatoria, por lo que la primera no 

                                                           
62 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Expedientes D-7910. Sentencia C-304 de 2010. Bogotá, 28 
de abril de 2010. Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
63 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Expedientes D-2176, D-2184 y D-2196. Sentencia C-215 
de 1999. Bogotá, 14 de abril de 1999. Magistrado Ponente: Martha Sáchica Moncaleano. 
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requiere que exista un daño sobre el interés protegido, mientras que 

la segunda opera una vez ocurrido el daño, ya que precisamente 

pretende reparar dicho perjuicio. (ii) En los derechos o intereses 

protegidos. Al tiempo que la acción popular ampara esencialmente 

derechos e intereses colectivos, la acción de grupo recae sobre la 

afectación de todo tipo de derechos e intereses, sean éstos 

colectivos o individuales, ya que ella es un instrumento procesal 

colectivo, que busca reparar los daños producidos a individuos 

específicos.  Precisamente por ello la sentencia C-1062 de 2000 

condicionó la constitucionalidad del artículo 55 de la Ley 472 de 

1998, en la medida en que dicha disposición restringía el objeto de 

protección de las acciones de grupo, a que los daños por indemnizar 

derivaran “de la vulneración de derechos e intereses colectivos”. La 

Corte declaró exequible esa disposición, pero en el entendido “de 

que con su interpretación y aplicación no se excluyan los demás 

derechos subjetivos de origen constitucional o legal, cualquiera que 

sea su naturaleza, como derechos igualmente amparables por las 

acciones de clase o de grupo”. 

Razón por la cual, el decirse por el tipo de acción a tomar frente a una 

determinada situación con matiz ambiental, se deberá analizar el fin de la 

acción a tomar, así como el medio más eficaz para satisfacer la garantía a 

solicitar. 
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CAPITULO TRES 

 

3.1.  ESCENARIO CONSTITUCIONAL 

 

El patrón factico ampliamente litigado se ubica en aquellas situaciones en 

las que se pretende que sea amparado el Derecho al Medio Ambiente Sano 

mediante la acción de tutela, bien sea porque con ello se busca obtener la 

protección a derechos fundamentales, en tanto para el restablecimiento en 

el ejercicio de estos últimos, es menester implementar medidas de 

protección en relación a aquel; o cuando se usa la acción de tutela para 

hacer que cese la vulneración o amenaza del Derecho al Medio Ambiente 

Sano, sin que se establezca alguna relación con la vulneración de 

Derechos Fundamentales tradicionalmente reconocidos como tales.          

3.2.   PROBLEMA JURIDICO 

 

¿Qué sub reglas de carácter constitucional ha desarrollado la Corte 

Constitucional, en lo relativo a la protección, del Derecho Colectivo al Medio 

Ambiente Sano (artículo 79 de la Constitución Política), invocándolo de 

manera autónoma, mediante la acción de tutela (artículo 86 de la 

Constitución), mecanismo establecido en principio, exclusivamente para la 

protección de los derechos fundamentales?     

3.3. PUNTO ARQUIMEDICO E IDENTIFICACION DE SENTENCIAS 

HITO 

Tomando como base la última sentencia encontrada con relación al tema 

planteado y sobre esta establecer un nicho citacional que permita hallar las 

sentencias importantes que permitan realizar la línea jurisprudencial; las 
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cuales fueron analizadas para establecer su relevancia constitucional sobre 

el tema objeto de estudio, dejando de lado las reiterativas, confirmatorias, 

entre otras que no permiten un adecuado manejo para la realización de la 

investigación.  

El nicho arrojo las siguientes sentencias:                                    

Figura 1. Nicho  

                                                           
64 Su uso en el caso en cuestión, implicaría recurrir a citas anti técnicas, de referente conceptual 
común.     
65 Se prescindirá de esta sentencia, por cuanto tiene una relación simplemente conceptual 
(emprende el estudio del derecho al medio ambiente sano), mas no factico con el escenario 
constitucional bajo análisis.    
66 Las Sentencias citadas por esta, para efectos del escenario constitucional bajo estudio, se 
consideraran como no importantes, por cuanto su uso en él, constituirían citas del carácter anti 
técnico, del tipo de referencia conceptual común.   
67 Las sentencias acotadas antes de la SU-067/93, se consideran no importantes son sentencias no 
importantes, del tipo confirmadoras de principio, del criterio dominante impuesto por la sentencia 
unificación acotada 
68 La Corte considera, que esta es la que sentencia que durante mucho tiempo, en su texto contenía 
los criterios vigentes y dominantes, por medio de los cuales Corte Constitucional resolvió los 
conflictos de intereses que se presentaban en el escenario constitucional bajo análisis; es decir, 
constituyó durante mucho tiempo la sentencia dominante, razón por la cual con posterioridad se 
procederá a realizar su nicho citacional 

T-724 de 2011 

SU-1116/01 C-671/01 C-944/0864 T-760/0765 T-1451/00 T-1527/00 T-092/9366 

↓ ↓     ↓ 

T-254/9367 T-254/93     C-379/93 

T-500/94 T-046/99     C-146/97 

SU-429/97    C-058/94   

T-244/98    C-426/94   

T-644/99    C-418/95   

SU-067/9368    C-359/96   

↓       

T-415/92       

T-411/92       

T-437/92       

T-428/92       
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3.4 GRAFICA DE LA LINEA 

Una vez obtenido el resultado del nicho, así como la lectura y selección de 

las sentencias, se procedió a la elaboración del grafico representativo de la 

línea en la siguiente manera: 
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Figura 2. Grafica de la Línea. 
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3.5  NARRATIVA DE LA LINEA JURISPRUDENCIAL  

La identificación de una única sentencia que dentro del escenario 

constitucional objeto de estudio pueda ser calificada como fundadora de 

línea, resulta una difícil tarea; en especial cuando la necesidad de obtener 

la protección del Derecho al Medio Ambiente Sano, ha resultado ser tan 

imperiosa, al no haber ninguna duda, que los intentos para obtener su 

amparo mediante el mecanismo procesal conocido como la acción de 

tutela, desde los inicios de la actividad de la Corte, y durante todo el 

desarrollo de la misma hasta el día de hoy, se constituyó en un patrón 

factico ampliamente litigado.  

Sin embargo, el obtener tal protección de la menara en que se ha indicado, 

encontró obstáculos desde el mismo momento en que se reglamentó el 

mecanismo procesal que se pretendía utilizar con tal fin. Claro fue el 

ejecutivo, en uso de las facultades que le confería los artículos transitorios 

5 y 6 de la Constitución Política, al señalar en el numeral 3 del artículo 6  

del Decreto Ley Numero 2591 de 199169, que la acción de tutela no 

procederá “(…) Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales 

como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución 

(…)”, limitando su procedencia en tales casos, a cuando se pretende evitar 

un perjuicio irremediable; por ello la disposición  en la cita menciona, a 

continuación del ya citado fragmento, que “(…) Lo anterior no obsta, para 

que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en 

situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que 

se trate de impedir un perjuicio irremediable”. 

 Además, la posibilidad de obtener la protección del Derecho al  Medio 

Ambiente Sano mediante la acción de tutela, no solo parecía entrar en 

contradicción con los mandatos de las normas que desarrollan los textos 

constitucionales, sino con estos últimos también; a tal conclusión podía 

llegarse, si se analizaba de manera conjunta los artículos 86 y 88 de la 

                                                           
69 “Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución 
Política”.  
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Constitución Política, por cuanto el primero70 señala que la acción de tutela 

“(…) solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar 

un perjuicio irremediable”; y el artículo 8871 señala, que para la protección 

de los derechos e intereses colectivos, dentro de los cuales se encuentra 

el ambiente, se cuenta con las acciones populares, cuya reglamentación 

corresponde a la ley. Con fundamento en los textos de los artículos 

mencionados, no resulta difícil afirmar, que en razón al carácter subsidiario 

de la acción de tutela, esta no procede para lograr la protección del Derecho 

al Medio Ambiente Sano, por cuanto para ello se cuenta con otro de tipo de 

acciones, como lo es la acción popular. 

Contrario a lo dicho con antelación, el debate en torno al problema jurídico 

al que se pretende dar solución, no se ha limitado a las conclusiones que 

pueden otorgar el análisis e interpretación de dos normas constitucionales, 

de manera aislada. La Corte Constitucional ha señalado, haciendo énfasis 

en la especial importancia que representa para el tema que es objeto de 

discusión, que “…la eficacia de las normas constitucionales no está 

                                                           
70 El artículo 86 de la Constitución señala: “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar 
ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por 
si misma o por quien actué en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la 
omisión de cualquier autoridad pública”. 
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actué 
o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el 
juez competente y, en todo caso, este lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión. 
Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados 
de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente un interés 
colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión”                        
71 El artículo 88 de la Constitución señala: “La ley regulara las acciones populares para la protección 
de los derechos e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la 
salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros 
de similar naturaleza que se definen en ella. 
También regulara las acciones originadas en los daños ocasionados a un número plural de 
personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares. 
Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e 
intereses colectivos”.            
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claramente definida cuando se analizan a priori, en abstracto, antes de 

entrar en relación con los hechos”72; por ello se hace necesario, indagar en 

los diversos fallos de dicha corporación, para determinar el tratamiento que 

se le ha dado al escenario constitucional cuyo estudio se emprende, a fin 

de determinar los criterios que se utilizan para dar solución a los conflictos 

que se suscitan dentro de este.  

Al inicio de este texto se señaló, que no resultaba fácil identificar una única 

sentencia que pudiera calificarse como fundadora de la línea, ya que, se 

pueden encontrar varias providencias  que reúnen las características del 

tipo de sentencia mencionada; así, como tales, podemos indicar la T-415 

de 1992, la T-437 de 1992 y la T-411 de 1992. Efectivamente, puede 

verificarse que dichos fallos fueron proferidos en la etapa inicial de la Corte, 

es decir, la comprendida entre 1991 y 199373; además, que en gran parte 

de su contenido están compuestas por obiter dicta, y es muy poca la alusión 

que se hace a fallos anteriores, lo que evidencia la existencia de un vacío 

jurisprudencial en la materia. Sin embargo, lo que más debe resaltarse de 

las decisiones a las cuales se les endilga la calidad de  “cofundadoras” de 

la línea, es que cada una de ellas propone una forma distinta de darle 

solución al problema jurídico objeto de estudio. En efecto, al respecto debe 

decirse: 

                                                           
72 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Expediente No. T-904. Sentencia SU-067 de 1993. Bogotá, 
24 de Febrero de 1993.  Magistrados Ponentes: Ciro Angarita Barón y Fabio Morón Díaz.   
73 Resulta interesante el hecho de que todas las sentencias mencionadas fueron proferidas en un 
mismo lapso de tiempo, comprendido entre el 17 de junio de 1992, y el día 30 del mismo mes y 
año; así tendremos que las sentencias T-415 y T-411, tienen señalada como fecha en la cual fueron 
proferidas, el 17 de junio de 1992, y la T-437, por su parte, consagra como fecha de su expedición 
el 30 de junio de 1992.    
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En la sentencia T-415 de junio de 199274, cuyo Magistrado Ponente fue 

Ciro Angarita Barón75, con el fin de tratar de superar el vacío jurisprudencial 

existente, la Corte  indago acerca del valor y la importancia que quiso 

dársele al Derecho al Medio Ambiente Sano dentro de la Asamblea 

Nacional Constituyente, además de hacer múltiples referencias al 

tratamiento que se le da a tal derecho dentro del ordenamiento jurídico 

internacional, y de la relevancia que se le ha venido otorgando a los 

derechos e intereses colectivos con el pasar del tiempo. 

 

Así, en esta providencia, la Corte destaca la especial importancia 

que tuvo dentro de la Asamblea Nacional Constituyente el tema 

ecológico y del medio ambiente, a tal punto que se llegó a considerar 

lo siguiente: 1) El Medio Ambiente, es un derecho del cual depende 

que la vida alcance toda su plenitud; 2) El derecho al Medio 

Ambiente debe entenderse también como un fin del Estado, porque 

                                                           
74En esta ocasión, Fundepúblico mediante apoderado, y en ejercicio de las facultades que le fueron 
conferidas por varias juntas de acción comunal del municipio de Bugalagrande del  Departamento 
del Valle del Cauca, solicita que le sean tutelados a los integrantes de las comunidades miembros 
de las mencionadas juntas, sus derechos fundamentales a la salud. La situación fáctica que dio 
origen a tal solicitud se puede resumir de la siguiente manera: cierta empresa, en cumplimiento 
de su obligación, que encuentra origen en un contrato, consistente en pavimentar determinadas 
vías, instalo una planta de mezcla asfáltica entre el rio Bugalagrande y la carreta principal, 
colindando no solo con los barrios en los que habitan los integrantes de las juntas de acción 
comunal reseñadas, sino también con una fábrica de productos lácteos. Los interesados en obtener 
la protección tutelar, solicitan que se ordene que la planta sea retirada del lugar en donde para la 
fecha operaba, por cuanto puede producir graves problemas ambientales. Los accionantes señalan 
como responsables de las omisiones que derivaron en la vulneración de los derechos invocados, al 
Alcalde y al Personero del Municipio además del Director de Saneamiento Ambiental de la 
Secretaría de Salud del Departamento del Valle, por cuanto permitieron el funcionamiento de la 
planta, sin el cumplimiento de  los requisitos básicos que exigen las leyes sobre sanidad ambiental, 
para el desarrollo de su actividad.        
75 Y en la que no dudo en hacer uso de la famosa clausula Angarita, tratando de crear un precedente 
obligatorio, para aquellos casos que presenten similitud fáctica con el que en aquella situación era 
objeto de revisión; ello se verifica por cuanto en la parte resolutiva de la mencionada providencia 
consagro: “SEGUNDO. En todos aquellos casos similares al presente por sus hechos o 
circunstancias, siempre que se omitan estudios de impacto y/o permisos de funcionamiento, por 
el ejercicio de actividades que amenacen contaminar el ambiente, la doctrina constitucional 
enunciada en esta sentencia tendrá carácter obligatorio para las autoridades, en los términos del 
artículo 23 del decreto 2067 de 1991” (el texto en negrilla, también se encuentra así resaltado en 
el texto original de la sentencia en cita). Cabe señalar que el artículo 23 del decreto 2067 de 1991, 
fue declarado inexequible por la Corte Constitucional mediante la sentencia C-131 de 1993.     
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de él no solo “(…) depende el desarrollo integral de la especie 

humana, sino también la protección de las mínimas condiciones de 

supervivencia”76; 3) La protección a este derecho también incumbe 

a todos los estamentos de la sociedad, constituyéndose en un 

compromiso propio, no solo de las generaciones presentes sino 

también las futuras; 4) Con el fin de determinar sus mecanismos de 

garantía, es menester consignar dentro de la carta de derechos, al 

“(…) Medio Ambiente, no como problema social –de derecho social-

, sino como un Derecho Fundamental en la parte de los derechos del 

hombre”77; 5) Los derechos de la llamada tercera generación, dentro 

de los que se encuentra el Derecho al Medio Ambiente, “(…) han 

sido concebidos como un conjunto de condiciones básicas que 

rodean al hombre, que circundan su vida como miembro de la 

comunidad y que le permiten su supervivencia biológica e individual, 

además de su desempeño normal y desarrollo integral en el medio 

social. Y en este sentido deben entenderse como fundamentales 

para la supervivencia de la especie humana”78.  

 

Así mismo, indica la Corte, que una vez revisado el estado actual de 

la discusión a nivel internacional, es posible identificar a  un sector 

de la doctrina, que considera que la protección ambiental se puede 

emprender a través de dos alterativas, que son: a) La consagración 

                                                           
76 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Primera de Revisión de tutelas. Expediente T-101. Sentencia T-
415 de 1992. Bogotá, 17 de Junio de 1992. Magistrado Ponente: Ciro Angarita Baron 
77Para ilustrar esta posición, se cita a la constituyente Aida Abello, quien al respecto señalo: “... la 
carta de derechos que se discute en la comisión primera, consigna el derecho que toda persona 
tiene como un derecho fundamental del hombre el del medio ambiente consagrado no sólo como 
un problema social- de derecho social-, sino como un derecho fundamental en la parte de los 
derechos del hombre. Sería importante discutirlo en un contexto tanto que sea considerado como 
un derecho, para de esta manera determinar mecanismos de garantía”. 
78Tal posición fue defendida por el constituyente Álvaro Gómez Hurtado, quien al respecto se 
pronunció en los siguientes términos: "[...] así estas circunstancias que afectan e involucran a todos 
los seres humanos, no pueden dejar de ser protegidos o tutelados con igual o mayor rigor que el 
resto de los derechos fundamentales, y dentro de estos derechos la protección al medio ambiente 
tiene una importancia determinante. La norma propuesta, al consagrar como principio 
constitucional la protección del medio ambiente lo hace, primero, con un objetivo programático 
nacional que vincule  a todos los colombianos, y segundo, como un imperativo jurídico del cual se 
puedan derivar efectivas acciones para la tutela del  supremo bien de la colectividad". 
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del derecho al medio ambiente sano mediante su conexidad con 

otros derechos fundamentales de aplicación inmediata; b) la 

consagración de un conjunto de derechos fundamentales del 

ambiente. Finalmente, después de realizar algunas consideraciones 

respecto a los inconvenientes técnicos que genera para el Estado, 

la necesidad de lograr la protección de los derechos colectivos o 

difusos, la Corte procede a fijar su posición respecto de la posibilidad 

de obtener la protección del Derecho al Medio Ambiente Sano, 

mediante la acción de tutela, señalando que el carácter fundamental 

de tal derecho, solo puede ser definido en concreto, a partir de las 

circunstancias propias de cada caso. Al respecto la Corte señalo: 

 

“Ahora bien, la importancia de estos derechos y su carácter 

difuso han hecho indispensable la invención de nuevos 

mecanismos de protección. En vista de la imposibilidad de 

prever, en abstracto y apriori, tal como lo hace la ley, la 

totalidad de los elementos de juicio necesarios para delimitar 

la violación de estos derechos, su carácter de fundamental 

sólo puede ser definido en  concreto, con base en las 

circunstancias propias del caso y, por lo tanto, esta labor le 

corresponde al juez. Los principios y valores constitucionales 

y las características de los hechos  adquieren aquí una 

importancia excepcional. Mientras que en el caso de los 

derechos fundamentales de aplicación inmediata se suelen 

mirar los hechos bajo la óptica de la norma, en el caso  de los 

derechos difusos, la norma constitucional que los consagra y 

su status de derecho fundamental se descubren bajo la óptica 

de los valores, de los principios y de las circunstancias del 

caso”79 

 

                                                           
79 CORTE COSNTITUCIONAL, Sala primera de revisión de tutelas. Expediente T-101. Sentencia T-
415 de 1992. Bogotá, 17 de junio de 1992. Magistrado Ponete: Ciro Angarita Barón.  
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Con posterioridad, la Corte agrega que la conexión que pueden 

presentar los derechos colectivos, con algunos “(…) derechos 

fundamentales es de tal naturaleza, que sin la debida protección de 

aquellos, estos prácticamente desaparecerían o se haría imposible 

una protección eficaz”80, por ello en estos casos se hace necesario 

81“(…) una interpretación global de los principios, valores, derechos 

fundamentales de aplicación inmediata y derechos colectivos, para 

realizar una debida fundamentación de una decisión judicial”, en 

tanto, que la “(…) eficacia de la normas constitucionales no está 

claramente definida a priori, cuando se analizan en abstracto, sin 

entrar en relación con los hechos”82. Así mismo, también se hace 

mención de la posibilidad de obtener la protección del Derecho al 

Medio Ambiente Sano mediante la acción de tutela, en la situación 

que se consagra en el numeral tercero del artículo 6 del decreto 2561 

de 1991, a la que ya se hizo alusión.   

 

Bien puede decirse que, en la presente sentencia no se adopta una 

posición restrictiva por parte de la Corte, ya que simplemente se 

enuncian tres posibilidades para obtener la protección del Derecho 

al Medio Ambiente Sano, las que pueden resumirse así: 1) Cuando 

a partir de las circunstancias del caso en concreto, pueda inferirse el 

carácter fundamental de tal derecho en dicha situación; 2) Cuando 

en razón de la conexidad que presentan con otros Derechos 

Fundamentales, sea imperioso obtener su protección, con el fin de 

garantizar la existencia y debida garantía de estos últimos; 3) 

Cuando se utilice la tutela como mecanismo transitorio para la 

protección del Derecho al Medio Ambiente Sano, con el fin de evitar 

un perjuicio irremediable.  

 

                                                           
80 Ibíd. 
81 ibíd. 
82 ibíd. 
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Sin embargo, en la sentencia SU-067 de 1993, la Corte considera, 

que en la providencia que se estudia en este fragmento del texto, se 

adopta una posición según la cual el carácter fundamental del 

Derecho al Medio Ambiente Sano, solo puede ser definido al analizar 

las circunstancias específicas del caso concreto, y a partir de ello y 

siempre que pueda ser calificado como fundamental, es que 

procederá su protección mediante la acción de tutela. Al efecto se 

señaló: “(…) fueron estimadas como contrarias a pronunciamientos 

anteriores de otras Salas de Revisión de Sentencias de Tutela, en 

los que se sostuvo que el derecho a gozar de un ambiente sano es 

un  derecho constitucional fundamental (sentencia T-411 M.P.  Dr. 

Alejandro Martínez Caballero), y que por otra parte, dicho carácter 

sólo puede ser definido en concreto con base en las circunstancias 

propias del caso (Sentencia T-415 M.P. Dr. Ciro Angarita Barón)”83. 

Así mismo, la posición adoptada por su Magistrado Ponente en el 

salvamento de voto consignado en aquella sentencia, que será 

objeto de estudio más adelante, pone de manifiesto tal situación.               

     

- En la sentencia T-411 de 17 de junio de 199284, cuyo Magistrado 

Ponente fue Alejandro Martínez Caballero, la Corte señala que 

                                                           
83CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Expediente No. T-904. Sentencia SU-067 de 1993. Bogotá, 
24 de Febrero de 1993.  Magistrados Ponentes: Ciro Angarita Barón y Fabio Morón Díaz.     
84 En esta sentencia, se revisan los fallos mediante los cuales se resolvió la acción interpuesta, por 
una persona natural, actuando por cuenta propia, y en representación de la persona jurídica a la 
cual prestaba sus servicios en la calidad de empleado, y por medio de la cual solicita que le sean 
tutelados a ambos, su Derecho Fundamental al Trabajo; alega que tal derecho es vulnerado por la 
acción del Alcalde Municipal del Municipio de Granada Meta, quien ordeno el sellamiento de la 
entidad en que el accionante trabajaba, aunque con posterioridad ordeno su reapertura, con la 
correspondiente advertencia de que en el futuro se pudiesen volver a tomar medidas en su contra.  
Las decisiones tomadas por la Alcaldía Municipal consistentes en ordenar el sellamiento del 
establecimiento ya mencionado, se fundamentan en: a) que el mal manejo de los desechos de 
materias primas utilizados en las actividades de la empresa, los cuales eran abandonados y 
quemados con posterioridad, estaban produciendo problemas pulmonares y respiratorios en los 
habitantes que habitaban cerca del lugar, es decir, tal situación atentaba contra la salud y bienestar 
de la comunidad; b) Eran reiteradas las quejas de los miembros de la comunidad, en las cuales 
manifestaban las consecuencias negativas que producían las actividades desempeñadas por la 
persona jurídica empleadora del accionante; c) la contaminación del medio ambiente debido a las 
quemas frecuentemente realizadas era notorio; d) El establecimiento afectado con la medida no 
contaba con las licencias necesarias para su funcionamiento. 
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dentro de la Constitución, entendida esta como el programa de lo 

que el Estado debe hacer aquí y ahora para crear condiciones 

sociales más justas y libres, se distinguen, al lado de otras, una 

constitución ecológica conformada por 34 disposiciones contenidas 

en el texto de la Carta Suprema; destaca que para el caso particular 

objeto de análisis en aquella ocasión, tienen especial importancia los 

artículos 8, 58, 79, y el numeral octavo del artículo 98, ya que de la 

interpretación conjunta de tales disposiciones normativas y su 

inscripción en el marco del derecho a la vida, se deduce que el 

Derecho al Medio Ambiente es un Derecho Constitucional 

Fundamental para el hombre, pues sin él la vida misma correría 

grave peligro. Además agrega que, para darle solución a la situación 

fáctica planteada, es necesario conciliar los derechos que emanan 

del tríptico económico (derecho al trabajo, a la propiedad y a la 

libertad de empresa) en tanto estos tienen una función social y por 

lo tanto ecológica, con el núcleo esencial, propio del derecho al 

medio ambiente sano. 

 

- En la sentencia T-411 de 1992, se señala una nueva circunstancia 

que puede hacer más imperiosa y necesaria la protección del 

Derecho al Medio Ambiente, y que por lo tanto puede posibilitar su 

protección mediante la tutela, y se refiere a aquellos sucesos en los 

que se ponen el peligro el núcleo esencial de aquel, esto es, 

“…aquella parte que le es absolutamente necesaria para que los 

                                                           
Si bien, en el presente caso no puede hablarse de analogía estricta con los hechos de las sentencias 
ya reseñadas, debe tenerse en cuenta las consideraciones realizadas por la Corte en la providencia 
que se menciona porque, si se aplica un criterio de analogía más amplio, se puede concluir, que 
tanto en los casos en los que se solicita la protección del Derecho al Medio Ambiente Sano 
mediante la acción de tutela, como en los hechos cuyo análisis se emprende en la sentencia T-411 
de 1992, se trata un mismo asunto constitucional: la calificación del Derecho al Medio Ambiente 
sano como derecho fundamental; importante tema para el escenario constitucional objeto de 
estudio, teniendo en cuenta que la acción de tutela en principio, únicamente procede para obtener 
la protección de Derechos Fundamentales. Así mismo es posible verificar, que se presentan en el 
patrón factico estudiado en la sentencia de la Corte Constitucional estudiada en este aparte, la 
colisión de intereses propia del escenario constitucional objeto de estudio, en tanto el actuar que 
genero la interposición de tal acción se encaminaba a obtener la protección del derecho al medio 
ambiente.      
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intereses jurídicamente protegidos y que le dan vida resulten real y 

efectivamente tutelados”85, lo que ocurre, “…cuando el derecho 

queda sometido a limitaciones que lo hacen impracticable, lo 

dificultan más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria 

protección”86. Además, en esta providencia también se le califica de 

Derecho Fundamental, lo que no dejaría ninguna duda respecto a la 

procedencia de la acción de tutela para obtener su protección.   

 

- En la sentencia T-43787 de 30 de junio 199288, en la que fue Ponente 

el Magistrado José Gregorio Hernández Galindo, la Corte, una vez 

hecho un pequeño recuento sobre la importancia que se le dio al 

tema ambiental y a la necesidad de crear una acción pública para su 

protección, en la Asamblea Nacional Constituyente,  además de 

destacar la necesidad de distinguir en lo relacionado con el Medio 

Ambiente, entre el perjuicio colectivo y el perjuicio individual, ya que 

tanto la comunidad entendida en su conjunto como las personas 

individualmente consideradas pueden resultar afectadas por la 

perturbación ambiental, procede a describir un nuevo criterio que 

pretende adoptar, en relación a la posibilidad de obtener la 

protección del Derecho al Medio Ambiente Sano, mediante la acción 

de tutela, y que en lo esencial consiste en lo siguiente: la protección 

                                                           
85 CORTE COSNTITUCIONAL, Sala Cuarta de Revisión de Tutelas. Expediente No. T. 785. Sentencia 
T-411 de 1992. Bogotá, 17 de junio de 1992.  Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero.   
86 Ibíd. 
87 CORTE COSNTITUCIONAL, Sala Tercera de Revisión de Tutelas. Acción de Tutela T-1554. 
Sentencia T-437 de 1992. Bogotá, 30 de junio de 1992. Magistrado Ponente: José Gregorio 
Hernández Galindo.     
88 En este caso, se revisan los fallos mediante los cuales se resolvió la acción, a través de la cual 
pretendía el actor, le fuera concedido el amparo propio de la acción de tutela, como mecanismo 
transitorio con el fin de evitar un perjuicio irremediable, consistente en la consumación de una 
amenaza ecológica y sanitaria para la población. Según el accionante, dicha situación se produjo 
por la omisión en la que incurrieron el INDERENA, la Procuraduría General de la Nación, el 
Ministerio de Salud y la Presidencia de la República, al no emitir el concepto necesario para la 
declaración del impacto ambiental de la obra número 59; por lo que la ejecución de dicho contrato 
se inició, sin importar que un trazado del Metro de Medellín, cuya construcción constituye una de 
las obligaciones emanadas del ya mencionado acuerdo de voluntades, resulte ilegal, pues afecta 
las riberas y los cauces del Rio Medellín y de la quebrada “El Hueso”.        
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del medio ambiente sano corresponde a la comunidad en cuanto a 

tal.  

 

A lo anterior, debe sumársele el hecho de que el constituyente ha 

establecido para la protección de los derechos e intereses 

colectivos, dentro de los que puede incluirse el de gozar de un 

ambiente sano, a las acciones populares, que en este sentido, tienen 

diverso objeto al de la acción de tutela; esta es la principal razón por 

la que el artículo 6 del decreto 2561 de 1991 en su numeral tercero, 

no permite la protección de tales derechos e intereses mencionados 

en el artículo 88 de la Constitución, mediante la acción de tutela, 

salvo que se trate de evitar un perjuicio irremediable.  

 

No obstante, agrega que si una persona considera que la 

perturbación al medio ambiente, está produciendo la afectación o 

amenaza directa de sus derechos fundamentales o los de su familia, 

al poner en peligro su vida, su integridad personal o su salubridad, 

cabe la acción de tutela para obtener la protección efectiva de esos 

derechos en el caso concreto, sin que su empleo se condicione al 

previo ejercicio de las acciones populares.  

 

Pero no debe olvidarse que en este tipo de situaciones, para que la 

acción de tutela prospere, es menester que sea interpuesta por 

persona directa y ciertamente afectada, aportando prueba 

fehaciente de la vulneración o amenaza por el soportada en sus 

derechos fundamentales, y del nexo causal existente entre el motivo 

alegado para la perturbación ambiental y el daño o amenaza de sus 

derechos fundamentales. 

 

En esta providencia, ya se empieza a dar forma al criterio que 

dominaría en la Corte Constitucional durante un lapso considerable 

de tiempo, cuando se trataba de darle solución a conflictos propios 
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del escenario constitucional objeto de estudio, y que consistía en 

aceptar a la acción de tutela como mecanismo para la protección del 

Derecho al Medio Ambiente Sano, solo cuando se pruebe la relación 

de causalidad entre los hechos que dieron lugar a la vulneración de 

este, y la amenaza o violación de derechos fundamentales, salvo 

que se pretenda evitar un perjuicio irremediable. Además salta a la 

vista, que se trata de establecer claramente algunos requisitos 

indispensables para la procedencia de la acción de tutela, y para que 

prospere (relacionados con la legitimación y cargas probatorias).  

                              

Después de estos primeros pronunciamientos, la Corte Constitucional 

nuevamente profiere dos fallos, en un pequeño lapso de tiempo, que 

contienen criterios distintos. El primero de ellos, adoptado en la sentencia 

T-092 de 19 de Febrero de 199389, en la que fue ponente el Magistrado 

Simón Rodríguez. En ella, la Corte manifiesta que pese a que dentro del 

texto constitucional el derecho al medio ambiente, ha sido calificado como 

un derecho colectivo, ello no obsta para que, en razón a que no se puede 

desligar del derecho a la vida y a la salud de las personas, y que de hecho, 

los factores perturbadores del medio ambiente causan daños irreparables 

en los seres humanos, pueda calificársele como un derecho fundamental 

para la existencia de la humanidad. Sin embargo con posterioridad, se 

refiere a la posibilidad de que el daño al medio ambiente se pueda 

individualizar, siempre y cuando se verifique la lesión a la vida o la 

integridad de las personas. Al respecto se mencionó: 

 

                                                           
89En ella se revisan los fallos mediante los cuales se resolvió la acción de tutela a través de la cual 
el actor, solicitaba se concediera el amparo que se obtiene mediante tal mecanismo procesal, con 
el fin de evitar un perjuicio irremediable, consistente en la consumación de la amenaza al derecho 
e integridad del medio ambiente, lo que conllevaría a causar perjuicios a la vida y la salud de los 
miembros de la comunidad. Los actos que se constituyen en una amenaza para los derechos 
invocados por el accionante, son los adelantados por la Administración Municipal de Villavicencio, 
y tendientes a construir un relleno sanitario en predios cercanos a los que son de propiedad del 
actor.    
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“Es cierto que el derecho al medio ambiente sano es de aquellos 

derechos colectivos que al Estado y sus autoridades legítimamente 

constituidas, están en la obligación de proteger, en la forma y 

términos que establecen los artículo 79, 80 y 81 de la Constitución 

Nacional, y también es cierto que el artículo 88 de la Carta Política 

determina las acciones pertinentes a los derechos colectivos, 

"relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la 

salubridad públicas, la moral administrativa, el ambiente, la libre 

competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen 

en ella...", derechos que además de ser plurales por lo que 

consagran estos beneficios a un número indeterminado de 

personas, se pueden particularizar cuando por los efectos de su 

transgresión se lesiona o se pone en peligro la vida y la integridad 

física de alguien en particular”90.      

  

Además, no puede dejarse de señalar, que para el caso concreto, la 

protección se otorga en tanto la solicitud del accionante se encamina a que 

la acción de tutela se conceda como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable, lo que se enmarca dentro del campo de aplicación 

que admite para dicha acción, cuando de protección de derechos e 

intereses colectivos se trata, el ya múltiples veces mencionado numeral 

tercero del artículo 6 del Decreto 2651 de 1991. Por lo que, a la luz del fallo 

reseñado nuevamente nos encontramos ante tres posibles situaciones en 

las que resulta plausible obtener la protección del derecho al medio 

ambiente sano mediante la acción de tutela, que son: 1) cuando se invoca 

en su calidad de derecho fundamental para la existencia de la humanidad; 

2) solicitar su protección cuando el daño el infringido puede ser 

particularizado porque pone en peligro la vida o la integridad física de 

                                                           
90 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala de Revisión de Tutelas. Sentencia T-092 de 1993. Bogotá, 19 de 
febrero de 1993. Magistrado Ponente: Simón Rodríguez Rodríguez.       
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alguien en particular91; 3) Cuando su protección se solicita para evitar la 

consumación de un perjuicio irremediable. 

 

Para este momento, es posible verificar la existencia de lo que con 

posterioridad se denominaría en la sentencia C-836 de 2001, 

“indeterminaciones doctrinales”, y que según tal providencia liberan al juez 

de apegarse a lo establecido en el precedente, en tanto este, en realidad 

no existe92.  

 

Sin embargo, con posterioridad, ante tal situación, la Corte ve la necesidad 

de unificar su jurisprudencia, y así definir con autoridad las sub reglas de 

derecho constitucional y el balance constitucional propios del escenario 

objeto de estudio. Dicha tarea la emprende en la sentencia SU-067 de 24 

de febrero de 1993, cuyos magistrados ponentes fueron Ciro Angarita 

Barón, y Fabio Morón Díaz.  

 

Esta sentencia puede clasificarse, no solo como consolidadora de línea, 

sino también como dominante, ya que ella en su contenido, exponía los 

criterios que durante cierto periodo de tiempo93 se consideraron vigentes y 

dominantes, y por medio de los cuales la Corte Constitucional resolvía los 

conflictos de intereses que se presentaran dentro del escenario 

constitucional objeto de estudio. 

 

En ella, se evidencia la intención de la Corte de conciliar las posiciones 

contenidas en las sentencias T-415 y T-437 de 1992, adoptando el criterio 

de conexidad, sin dejar a un lado la importancia que tiene el análisis de los 

hechos particulares de cada caso, para determinar si es posible obtener la 

                                                           
91 Puede afirmarse que esta necesidad de particularización, es una variación del criterio de 
conexidad entre la violación del derecho al medio ambiente sano y derecho fundamentales, ya 
reseñado, solo que más restringido, en tanto, solo se refiere, a que se ponga en peligro la vida o la 
integridad personal.     
92 LOPEZ MEDINA, Óp. Cit., p.  
93 Dicho periodo se extendió hasta finales de 2001; es decir que actualmente no puede calificarse 
como dominante por las razones que con posterioridad se expondrán.   
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protección del derecho al Medio Ambiente Sano mediante la acción de 

tutela. Sin embargo, aquí las circunstancias propias de cada caso, no se 

utilizaran para dilucidar el carácter fundamental del derecho al medio 

ambiente sano, sino más bien su nivel de conexidad con los derechos 

fundamentales.  

 

En esta sentencia, luego de analizar detenidamente las características de 

las acciones de tutela, de grupo o de clase, y las populares, además de 

determinar cuál de ellas es en principio el  medio establecido por el 

constituyente  para la defensa del derecho al medio ambiente sano, la 

Corte, señala que la Constitución Política de Colombia, consagro tal 

derecho, como uno de carácter colectivo, por lo que la acción de tutela no 

es en principio procedente para obtener de manera autónoma su 

protección, por cuanto fue establecida para la protección de los derechos 

constitucionales fundamentales, y no de otro tipo de derechos como los 

colectivos, cuya garantía judicial debe ser perseguida a través de acciones 

diferentes a aquella, como las de grupo o clase, o las populares; sin 

embargo debe advertirse que cuando la vulneración de un derecho 

constitucional colectivo puede vincularse con la vulneración de un derecho 

de rango constitucional, se puede ejercer la acción de tutela consagrada en 

el artículo 86 de la Carta Política para obtener la protección de uno y otro 

derecho, pues en estos casos prevalece la defensa del derecho 

constitucional fundamental.  

 

Es importante señalar que, en la providencia en comento, la Corte 

Constitucional, emprende la labor de sistematización de las sub reglas 

constitucionales aplicables a la solución de los conflictos suscitados dentro 

del escenario constitucional objeto de estudio, no en la parte motiva de la 

sentencia, sino en la resolutiva, en cuyo numeral segundo pueden 

observarse los principios y criterios que adopta para la protección del Medio 

Ambiente; estos son: 
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1) Principios de interpretación: dentro de estos se encuentran 

comprendidos: 

 

i) Principio de hecho: en virtud de este principio, se acepta que la 

protección del Medio Ambiente es especialmente importante 

dentro de las garantías propias de todos los derechos. Al 

respecto la Corte Señalo “Esta importancia resulta de la idea del 

Medio Ambiente Sano como condición indispensable para la 

existencia de una vida digna y saludable (…) Además, se señala 

como una constatación fáctica indiscutible, que en las 

circunstancias actuales del mundo industrializado y de 

urbanismo creciente, el medio ambiente sano suele estar en 

conexidad directa con la protección de la salud y de la vida de las 

personas.”94.  

Mediante la adopción de este principio, la Corte define su 

posición, respecto de cuál de las posibilidades para la protección 

del medio ambiente en el ámbito internacional, resulta más 

acorde con las disposiciones de la Carta Política, cuestión que 

ya había sido planteada desde los inicios de la línea, cuando se 

hizo alusión al tema en la sentencia T-415 de 1992. Debe 

recordarse, que en “(…) el contexto internacional se discute, si el 

derecho al medio ambiente debe estar consagrado como un 

derecho fundamental y por lo tanto gozar de una protección 

especial, o si es suficiente que dicha protección especial se le 

otorgue en razón de la conexidad que tenga con otros derechos 

fundamentales”95.  Esta última forma de protección, según lo 

considera la Corte, ya ha encontrado consagración en 

instrumentos internacionales, en especial en la Declaración de 

Estocolmo sobre Ambiente Humano del año de 1972, en la cual 

                                                           
94 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala plena. Expediente T-904. Sentencia SU-067 de 1993. Bogotá, 24 
de Febrero de 1993. Magistrados Ponentes: Fabio Morón Díaz y Ciro Angarita Barón. 
95 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala primera de revisión de tutelas. Expediente T-101. Sentencia T-
415 de 1992. Bogotá, 17 de junio de 1992. Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón. 



81 
 
 

se señala: "El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, 

la igualdad y adecuadas condiciones de vida, en un medio 

ambiente de una calidad que permita una vida de dignidad y 

bienestar"96. Es decir, en este caso, la interrelación entre 

Derechos fundamentales y protección ambiental, responde a la 

siguiente idea: la protección ambiental como prerrequisito del 

pleno disfrute de los derechos fundamentales. 

 

De lo hasta aquí mencionado, es posible afirmar, que este último 

es el criterio adoptado por la Corte.           

 

ii) Principio de Derecho: según este principio, se acepta que  

 

(…) el medio ambiente se encuentra protegido en el artículo 

88 de la Constitución mediante las acciones populares; esa 

regla general, debe ser complementada con una regla 

particular de conexidad, según la cual, en aquellos casos en 

los que de la vulneración al medio ambiente resulte también 

igualmente vulnerado un derecho constitucional fundamental, 

                                                           
96 Vale la pena destacar la interpretación que en esta sentencia se le da a tal apartado de la 
declaración, por cuanto, en la providencia T-092 de 1993, ese mismo fragmento fue utilizado por 
la Corte para darle fundamento a su afirmación, según la cual, el derecho al Medio Ambiente debe 
ser considerado, un derecho fundamental para la existencia de la humanidad. Al respecto se 
señaló:” Esta proclama del ambiente humano es clara y meridiana en cuanto a los fines que 
persigue y también en lo pertinente a la clase de derechos que dice amparar. Se observa que al 
lado de los derechos fundamentales de la libertad, la igualdad en general y las condiciones 
necesarias para la vida de las personas aparece reseñado el derecho al medio ambiente, del cual  
no simplemente se hace su enunciación, sino que además, se le señala con la condición intrínseca 
de él que debe estar precedido de una calidad, que haga posible y factible la existencia de las 
personas para que ellas puedan gozar a plenitud de todos los placeres que la naturaleza le prodiga 
a la humanidad. …Y es que como se observa… en la Declaración de Estocolmo… se hace relación 
directa del medio ambiente con el derecho a la vida y a la integridad personal, al bienestar y a la 
salud física y mental por lo que nadie puede gozar de perfecta salud si hay factores exógenos 
contaminantes que invaden el ambiente y tornan la naturaleza hostil, frente a la presencia 
humana. … Las consideraciones anteriores llevan a esta Corporación a manifestar que el derecho 
al medio ambiente no se puede desligar del derecho a  la vida y a la salud de las personas. De 
hecho, los factores perturbadores del medio ambiente causan daños irreparables en los seres 
humanos y si ello es así habrá que decirse  que el medio ambiente es un derecho fundamental para 
la existencia de la humanidad”.    
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procede la acción de tutela como mecanismo judicial de 

protección del derecho colectivo al medio ambiente. En estas 

situaciones, el juez al analizar el caso concreto, debe ordenar 

la tutela efectiva que se reclama”97 

 

Al adoptarse este principio, la Corte da a conocer, que el criterio 

que acepta en torno a la posibilidad de protección del Derecho al 

Medio Ambiente mediante la Acción de Tutela, es en lo esencial, 

el que había sido expuesto en la sentencia T-437 de 1992, cuyo 

Magistrado Ponente fue José Gregorio Hernández Galindo; claro 

está que no lo adopta en su integridad, ya que no hace mayor 

referencia a los requisitos de legitimación activa, y demás.   

      

iii) Principio de ponderación: Mediante este principio, se adopta el 

criterio ya descrito en la sentencia T-415 de 1992, en torno a la 

importancia del análisis de los hechos concretos, para darle 

solución al caso que se plantee; sin embargo, en este contexto, 

dicho análisis no estará orientado a determinar el carácter 

fundamental que pueda predicarse del Derecho al Medio 

Ambiente en una situación concreta, sino su nivel de conexidad 

respecto de algún derecho fundamental. Además, es aquí donde 

se anuncia la importancia que tendrá la actividad de la Corte 

Constitucional para determinar las sub reglas aplicables en los 

sub escenarios que se deriven del escenario constitucional 

objeto de estudio. Al respecto, se menciona lo siguiente:  

 

“Para determinar la conexidad entre el derecho al medio 

ambiente sano y el derecho fundamental de aplicación 

inmediata se debe recurrir,   inicialmente, al análisis del 

                                                           
97 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala plena. Expediente T-904. Sentencia SU-067 de 1993. Bogotá, 24 
de Febrero de 1993. Magistrados Ponentes: Fabio Morón Díaz y Ciro Angarita Barón. 
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caso concreto.  Es allí donde el juez observa las 

circunstancias específicas del caso para apreciar el grado de 

afectación del  derecho fundamental. En estos casos la 

norma constitucional adquiere sentido jurídico cuando se 

interpreta a través de las circunstancias fácticas y no 

como suele suceder con las normas que consagran derechos 

subjetivos, en las cuales los hechos adquieren sentido a 

través de los elementos interpretativos proporcionados por la 

norma. 

 

Aquí toma toda su fuerza la nueva interpretación 

constitucional  predominante en los Estados sociales de 

derecho, en la cual adquiere relevancia el análisis del caso y 

la apreciación judicial de acuerdo con los valores y principios 

constitucionales. 

 

En principio, estos tres elementos hechos, norma y 

ponderación a la luz de los valores y principios 

constitucionales, deben ser suficientes para decidir el caso en 

cuestión. Todo ello teniendo en cuenta que será la Corte 

 Constitucional, en el futuro, la que irá llenando de contenido y 

especificando  cada uno de los distintos casos y ámbitos 

de  aplicación del derecho al medio ambiente.  Este es uno de 

esos casos en los cuales el derecho se construye 

jurisprudencialmente”98 

 

2) Criterios de interpretación: la Corte, resalta la necesidad de que además 

de los principios de interpretación, se tengan presentes algunos criterios 

que permiten su aplicación en el caso concreto. Estos últimos son:  

                                                           
98CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Expediente No. T-904. Sentencia SU-067 de 1993. Bogotá, 
24 de Febrero de 1993.  Magistrados Ponentes: Ciro Angarita Barón y Fabio Morón Díaz.    
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“1. En la protección jurídica de los intereses y valores en conflicto, 

aquellos valores que tengan rango constitucional prevalecen 

sobre los valores o intereses que carecen de él. 

 2. Cuando no sea posible solucionar el conflicto de intereses por 

medio de una norma constitucional de aplicación directa, se debe 

recurrir a los principios y valores constitucionales. 

 3. Cuando se trate de conflictos entre dos o más intereses 

comunitarios de igual categoría constitucional, debe prevalecer  

aquel interés encarnada en los sujetos que se encuentren en una 

situación de inferioridad respecto de los demás intereses y 

sujetos en pugna. 

4. El principio de equidad en las cargas puede servir para 

encontrar un equilibrio razonable entre los intereses en pugna. 

5. El factor tiempo debe ser  tenido en cuenta como elemento 

esencial.  La afectación del derecho fundamental de aplicación 

inmediata no necesariamente debe estar reducido al corto o al 

mediano plazo.  Debe  haber una ponderación de la afectación 

de la cual resulte una solución razonable.”99 

 

Resulta importante tener en cuenta, que en la sentencia de unificación en 

comento, se presentó un salvamento de voto, que adquiere características 

especiales, por cuanto, su autor, Ciro Angarita Barón, es uno de los 

magistrados que tuvo como tarea preparar el proyecto de sentencia, en 

tanto ostentaba la calidad de ponente. Los argumentos expuestos por él en 

tal salvamento, son los siguientes: 

 

- Considera que la estructura que se le dio a la sentencia, contribuye 

a restarle importancia y a que resulte ambigua la unificación llevada 

a cabo. Lo primero por cuanto, al fragmentar la parte motiva de la 

sentencia en dos, destinando el primer fragmento a la exposición de 

los argumentos que llevan a la Corte a confirmar la sentencia que 

                                                           
99 ibíd. 
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decidió el caso concreto objeto de revisión, y el segundo a la 

realización de la unificación, hace ver a este último como algo  

“accesorio de un caso específico, y frustra la búsqueda de visiones 

más globales e integrales, como son las que exige la singular 

naturaleza del medio ambiente”. 

 

El problema de la ambigüedad también encuentra su origen en dicha 

fragmentación, ya que ciertos temas son tratados en ambos 

fragmentos, y en cada uno de ellos se les da tratamiento disímil; al 

respecto el magistrado enuncia el siguiente ejemplo: “(…) mientras 

que en dicha sentencia se adopta una posición manifiestamente 

restrictiva en cuanto respecta a la legitimación para incoar la tutela, 

en el proyecto se destaca simultáneamente que la naturaleza del 

medio ambiente impone una ampliación de los supuestos y 

requisitos de tal legitimación”100. 

- El segundo reproche, se encamina a señalar, que los principios y 

criterios que se exponen en la parte resolutiva de la sentencia, no 

deben ir encaminados a determinar el grado de conexidad que se 

presente en un caso concreto entre el derecho colectivo al medio 

ambiente y un derecho fundamental, sino a establecer el carácter 

fundamental o colectivo que adquiera dicho derecho, vistas las 

particulares características del caso que sea objeto de estudio, a 

partir de lo cual se podrá determinar a qué mecanismo judicial debe 

recurrirse para obtener su protección. Al respecto señalo el 

Magistrado que salvo parcialmente el voto:  

 

“En la sesión de la mencionada fecha los ponentes 

explicamos ampliamente  nuestra posición en el sentido de 

que todo pronunciamiento jurisprudencial unificado debería 

contraerse a señalar unos principios y criterios generales 

 para la protección del derecho al medio ambiente sano 

                                                           
100 Ibíd.   
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destinados a indicar los supuestos bajo los cuales en unos 

casos este derecho adquiría la naturaleza de fundamental y, 

en otros, -en función de las circunstancias propias de cada 

situación-, las de un derecho colectivo, con las consiguientes 

consecuencias de acudir bien a la acción de tutela o a las 

acciones populares.” 

 

Por lo expresado en el salvamento de voto, puede afirmarse que dentro de 

la Corte Constitucional aún existía un sector que abogaba para que en 

ciertas circunstancias el derecho al Medio Ambiente Sano, adquiriera el 

carácter de fundamental, de donde resultaría que se pueda solicitar su 

protección mediante la acción de tutela, invocando como fundamento de su 

procedencia su vulneración de manera autónoma, sin necesidad de 

relacionarla con la violación de otros derechos fundamentales. 

 

Pese a los reproches formulados a la providencia SU-067 de 1993, en el 

salvamento parcial de voto del magistrado Ciro Angarita Barón, esta se 

constituyó durante un considerable lapso de tiempo, en la sentencia 

dominante dentro del escenario constitucional objeto de estudio; situación 

que no cambiaría sino hasta el año 2000, con ocasión del reconocimiento 

por parte de la Corte Constitucional de un  cambio de orden legislativo, 

representado por la expedición de una ley, en el año de 1998. Dicho 

reconocimiento se produce en la sentencia T-1451 de 26 de Octubre de 

2000101, cuya Magistrada Ponente fue Martha Victoria Sáchica Méndez. En 

                                                           
101 En ella se estudia la acción de tutela dirigida por los accionantes en contra del Municipio de 
Ciénaga, y un consorcio con quien este había celebrado un contrato de obra, para el 
mantenimiento, conservación, mejoramiento y rehabilitación de ciertas calzadas señalas en tal 
acuerdo de voluntades. Durante la ejecución de las obligaciones originadas en el mencionado 
negocio jurídico, los ingenieros del consorcio advirtieron que las redes y tuberías del alcantarillado 
se encontraban en la superficie, lo que dificultaría la realización de la obras contratadas; sin 
embargo, para la solución de tal situación, se celebraron algunos acuerdos entre las partes 
contratantes, y la ejecución de la obra culmino en el año de 1998. No obstante lo anterior, una vez 
entregadas las obras y puesta en funcionamiento la vía, empezaron a brotar aguas servidas, 
situación que según lo expresan los accionantes, pone en peligros sus derechos a la vida y la salud, 
en especial de los niños residentes en aquel sector, y además contamina el medio ambiente con 
olores insoportables.           
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este pronunciamiento, la Corte precisa que según el artículo 88 del Carta 

Política, existe la acción popular como mecanismo mediante el cual puede 

obtenerse la protección de derechos colectivos; y por otro lado en virtud del 

artículo 86 del mismo estatuto fundamental, se cuenta con la acción de 

tutela como mecanismo de protección de los derechos fundamentales.  

 

Bajo esta perspectiva, el criterio que caracteriza la diferenciación en el 

empleo de una u otra acción está dado por el derecho que se pretende 

proteger; sin embargo, tal línea divisora no esta tan claramente definida 

cuando el hecho generador de la vulneración afecta derechos de una y otra 

clase. Ante tal situación, la Corte ha desarrollado algunos criterios102, que 

han servido de parámetros para determinar en qué casos resulta 

procedente la acción de tutela como mecanismo de protección de los 

derechos fundamentales que han resultado vulnerados o se encuentra bajo 

la amenaza de serlo por la afectación de un derecho de carácter colectivo.  

 

Tales criterios pueden sintetizarse de la siguiente manera: 

  

a) La trascendencia que un derecho colectivo pueda tener en el ámbito 

de los derechos fundamentales, no le hace perder su carácter de 

derecho colectivo, y por lo tanto su protección ha de lograrse a través 

de la acción diseñada para tal fin, que no es otra que la acción 

popular. Sin embargo, si de la vulneración de un derecho de tal 

naturaleza se generan graves consecuencias para los derechos 

fundamentales, siendo la acción de tutela el mecanismo de defensa 

de estos últimos, será ella la procedente. 

 

b) La conexidad entre la vulneración del derecho colectivo y la 

vulneración del derecho fundamental; es decir, el daño o amenaza 

                                                           
102 Al respecto señala la magistrada ponente que dichos criterios no han sido de absoluta 
exigencia en todos los casos. 
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del derecho fundamental debe ser consecuencia directa e inmediata 

de la vulneración del derecho o derechos colectivos. 

 

c) La existencia de una amenaza o daño concreto de los derechos 

fundamentales de quien promueve la acción o de su grupo familiar; 

de donde resulta, que solo está legitimado para solicitar la protección 

de los derechos, aquel a quien directamente le han sido afectados.         

 

d) La necesidad de que se pruebe fehacientemente, la vulneración del 

derecho fundamental que se alegue desconocido o amenazado, 

además de la titularidad de aquel derecho en la persona que solicita 

la protección, para lo cual el juez está obligado a analizar el caso 

concreto con el fin de verificar tales situaciones.  

 

e) La orden del juez debe buscar el restablecimiento del derecho 

constitucional vulnerado mas no del derecho colectivo en sí mismo 

considerado, pese a que con su decisión resulte protegido, 

igualmente, un derecho de esta naturaleza. 

 

Agrega la Corte que todos los criterios ya enunciados responden a una 

misma idea, consistente en la inexistencia de un medio judicial idóneo y 

eficaz diverso a la acción de tutela para la protección de derechos 

fundamentales, pues la existencia de un mecanismo de defensa alterno y 

que puedan ser calificado como eficaz para la protección del derecho 

fundamental, hace improcedente la acción de tutela en el caso concreto. 

 

En tal contexto, la corporación hace énfasis, en que no puede dejarse por 

fuera de su análisis la ley 472 de 1998 por medio de la cual el legislador 

desarrolla el artículo 88 de la Constitución, con lo que se supera aquel 

estado de indecisión legislativa, que había llevado a los jueces de tutela, a 

que a través de sus decisiones, suplieran tal falta de decisión, extendiendo 
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la protección que de los derechos fundamentales debían realizar, a ciertos 

derechos colectivos que se encuentran en relación estrecha con aquellos, 

y que en ultimas, son derechos-prestación que requieren de desarrollo 

legislativo para tener plena efectividad. Considera entonces, que tal ley, es 

la materialización del esfuerzo del legislador tendiente a lograr la protección 

real y efectiva de los derechos e intereses colectivos, y con ello de los 

derechos fundamentales que puedan resultar lesionados con la vulneración 

de un derecho de tal naturaleza. En vista de lo anterior, finalmente concluye 

afirmando: 

 

“Se hace necesario entonces, que los jueces analicen con sumo 

cuidado los casos  sometidos a su conocimiento para determinar si 

la acción procedente es la acción  consagrada en la ley 472 de 

1998, o la acción de tutela, pues ésta tiene que  conservar su 

naturaleza de mecanismo subsidiario al que debe recurrirse 

 únicamente cuando esté demostrado que, a través del ejercicio de 

la acción popular no sea posible el restablecimiento del derecho 

fundamental que ha resultado lesionado o en amenaza de serlo por 

la afectación de un derecho de carácter colectivo. Para el efecto, 

entonces, se hará necesario demostrar que, pese a haberse 

instaurado la acción popular, ésta no ha resultado efectiva para 

lograr la protección que se requiere. Igualmente, se podrá hacer uso 

de la acción de tutela como mecanismo transitorio, mientras la 

jurisdicción competente resuelve la acción popular en curso y 

cuando ello resulte indispensable para la protección de un derecho 

fundamental”103.    

    

Si bien con el pronunciamiento al que se acaba de hacer referencia parece 

claro que la Corte, finalmente opta por endurecer los requisitos a los que 

                                                           
103 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Tercera de Revisión de Tutelas. Expediente T-302680. Sentencia 
T-1451 de 2000. Bogotá, 26 de octubre de 2000.  Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchica 
Méndez. 
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se les debe dar cumplimiento  para que pueda obtenerse la protección del 

Medio Ambiente haciendo uso de la acción de tutela, y hace su procedencia 

en tales casos, cada vez más excepcional, solo unos pocos días después, 

la Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional, profiere un fallo, 

que difiere lo suficiente de lo expuesto por la Sala Tercera de Revisión de 

la Corte Constitucional en la providencia T-1451 de 2000, que vuelve a 

generar dudas sobre la naturaleza del Derecho al Medio Ambiente Sano, y 

sus mecanismos de protección. Tal fallo, fue el consignado en el texto de 

la sentencia T- 1527 del 14 de noviembre de 2000104, cuyo Magistrado 

Ponente fue Alfredo Beltrán Sierra. En tal providencia, inicialmente todo 

apunta a que, la Corte simplemente va a reiterar el criterio que en múltiples 

ocasiones había sido utilizado para darle solución a los conflictos que se 

suscitaban dentro del escenario constitucional bajo estudio105, haciendo 

caso omiso de lo ya expresado en la sentencia T-1451 de 2000106, que 

parecía modificar tal criterio; pero en un aparte de su texto, al tratar de 

expresar la sub regla constitucional aplicable a la materia, argumenta de tal 

                                                           
104 En esta sentencia, se revisa las decisiones que decidieron la acción de tutela interpuesta, por 
una madre, en representación de sus hijos menores, en contra de un depósito de maderas, que 
desarrollaba su actividad económica en un terreno contiguo a la vivienda de la accionante. La 
actora solicita le sean tutelados los derechos a la vida y salud de su familia, en especial de uno de 
sus hijos quien como consecuencia del hecho vulnerador de tales derechos ha tenido recurrentes 
quebrantos de salud. La accionante considera que la accionada vulnera tales derechos, porque la 
maquinaria que utiliza en el desarrollo de sus actividades, no solo genera ruidos de considerable 
magnitud, sino que desecha aserrín que ingresa a su casa, y ha generado perturbaciones en la salud 
de toda su familia.     
105 Contenido en la sentencia SU-067 de 1993. 
106 Cabe destacar, que en vista de que en nuestro ordenamiento jurídico colombiano, no se exige 
el cumplimiento de una regla reiteración, esto es, en palabras del profesor López Medina, “la 
obligación que tiene una Corte de cierre de reiterar una determinada doctrina (hasta el punto de 
lograr su estabilización) antes de exigirle a los demás jueces de su jurisdicción que consideren el 
precedente vinculante”, puede afirmarse que la sentencia T-1451 de 2000 ya constituía precedente 
vinculante, más aun si se tiene en cuenta que si se analiza con detenimiento su texto, se puede 
verificar que en aquella ocasión la Corte le dio cumplimiento a la carga de transparencia, es decir, 
anuncio los precedentes vigentes que gravitan en contra de la de la nueva posición que se va a 
tomar; y la carga argumentativa, esto es, mostro con claridad por que la nueva posición 
jurisprudencial es superior jurídica y moralmente a la anteriormente adoptada; no obstante que 
tales exigencias para que un cambio de criterio de una alta corte sea considerado legítimo y 
adquiera el carácter de precedente obligatorio, fueron señalados por la Corte en la sentencia C-
836, la cual fue proferida aproximadamente un año después de la referida providencia. Sin 
embargo, en este caso no se puede hablar de un cambio fuerte de jurisprudencia, sino que la 
decisión objeto estudio cae dentro de la sombra decisional de la sentencia SU-067 de 1993, con lo 
que se cumple la obligación de ser respetuoso del precedente obligatorio.            
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manera que, parece crear una nueva sub regla, diferente a las ya 

analizadas en este texto. El aparte en el que se produce el fenómeno 

aludido, es el siguiente:  

 

“3.2. En desarrollo de las normas constitucionales, la protección del 

ambiente sano es un deber del Estado y de los particulares (artículo 

8, 58 y 95 C.P.) por  expreso mandato constitucional  (artículos 49, 

79, 80 y 334 C.P.). A pesar de que el derecho al ambiente sano no 

tiene el carácter de derecho fundamental en nuestra carta, sino que 

es un derecho colectivo susceptible de ser protegido mediante las 

acciones populares, (artículo 88 C.P.) procede su protección a 

través del mecanismo excepcional de la acción de tutela, 

cuando en razón de la acción u omisión de una autoridad 

pública o de un particular se amenacen o vulneren derechos 

fundamentales, como la vida, la salud, la integridad física, o se 

afecte el derecho que tienen todas las personas de gozar de un 

ambiente sano. Es decir, es un derecho fundamental por 

conexidad”107 (Negrillas fuera del texto original). 

 

A partir de tal afirmación, puede llegarse a la conclusión según la cual, debe 

entenderse que la intención de tal Corporación, es señalar que existe un 

derecho a gozar de un medio ambiente sano108, del que son titulares todas 

las personas, consideradas estas individualmente y no como 

conglomerado, cuya violación posibilita la procedencia de la acción de 

tutela para obtener la protección del Derecho Colectivo al Medio Ambiente. 

Tal afirmación no resultaría del todo equivocada, si se tiene en cuenta que 

                                                           
107 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Segunda de Revisión de Tutelas. Expediente T-355642. 
Sentencia T-1527 de 2000.  Bogotá, 14 de noviembre de 2000. Magistrado Ponente: Alfredo 
Beltrán Sierra.  
108 Tal afirmación hacen surgir nuevas dudas, por cuanto, en la providencia señalada no se 
emprende la tarea de determinar la naturaleza de tal derecho; lo que resultaría de vital 
importancia, ya que si se califica como fundamental, nuevamente sería posible emprender la 
protección del Derecho al Medio Ambiente mediante la acción de tutela, sin necesidad de recurrir 
a ningún tipo de criterio que vincule su violación con la de otro derecho fundamental.       
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en artículos de la constitución y  anteriores pronunciamientos de la Corte, 

se encuentran textos y afirmaciones de las que se desprende la posibilidad 

de considerar tal distinción. Al respecto puede mencionarse: 

 

- En la sentencia T- 437 de 1992, ya reseñada, la Corte expreso lo 

siguiente: “(…) A este respecto, en cuanto toca con el ambiente, 

debe distinguirse entre el perjuicio colectivo y el perjuicio individual, 

ya que tanto la comunidad comprendida en su conjunto como las 

personas individualmente consideradas pueden resultar afectadas 

por la perturbación ambiental (…)”. 

- En la sentencia T-092 de 1993, al respecto se señaló: 

 

“Es cierto que el derecho al medio ambiente sano es de 

aquellos derechos colectivos que al Estado y sus autoridades 

legítimamente constituidas, están en la obligación de 

proteger, en la forma y términos que establecen los artículo 

79, 80 y 81 de la Constitución Nacional, y también es cierto 

que el artículo 88 de la Carta Política determina las acciones 

pertinentes a los derechos colectivos, "relacionados con el 

patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicas, 

la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia 

económica y otros de similar naturaleza que se definen en 

ella..." …derechos que además de ser plurales por lo que 

consagran estos beneficios a un número indeterminado de 

personas, se pueden particularizar cuando por los efectos de 

su transgresión se lesiona o se pone en peligro la vida y la 

integridad física de alguien en particular”. 

- El mismo artículo 79 de la Constitución señala que, “Todas las 

personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano”; cuya 

interpretación suscita la posibilidad de la existencia de un derecho 

de tal índole, cuyos titulares sea cada una de las personas 

individualmente consideradas. 
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Sin  embargo, los anteriores argumentos no ayudan a clarificar lo suficiente 

la intención de la Corte al expresarse en la forma en que lo hizo en 

el fragmento citado de la sentencia T-1527 de 2000; lo que tampoco 

se aclara cuando se emprende el análisis del caso en concreto, pues 

la protección del derecho al medio ambiente sano, en tal ocasión se 

justificó de la siguiente manera: “…Por tanto a pesar de ser un 

derecho colectivo, y lograr su protección a través de una acción 

popular en el presente caso se está afectando por conexidad 

derechos de naturaleza fundamental, y en especial la salud de un 

menor que adquiere una especial protección…”109. Igualmente, 

surgen dudas en cuanto a la clasificación que se le puede dar a esta 

sentencia, en tanto para algunos puede parecer una sentencia no 

importante dentro de la línea, del tipo que son argumentativamente 

confusas; mientras que para otros puede señalarse como una 

sentencia importante, de aquellas que producen cambios fuertes 

dentro de la línea, en tanto otorga un criterio nuevo que posibilita la 

protección del Derecho al Medio Ambiente Sano, mediante la acción 

de tutela, invocando a este ultimo de forma autónoma    

 

Lo cierto es que, en todo caso, al calificar el derecho al medio ambiente 

como un derecho fundamental por conexidad, si se entra en una evidente 

contradicción, con lo ya planteado por la Corte en la sentencia T-1451 de 

2000, ya que en esta última, se señaló que sin importar la trascendencia 

que un derecho colectivo tenga en el ámbito de los derechos 

fundamentales, en ningún caso perderá su carácter de colectivo, y por lo 

tanto, no es posible que al derecho al medio ambiente se le asigne otro tipo 

de naturaleza jurídica. 

 

En vista de la situación que nuevamente se venía presentando, consistente 

en la adopción de las diversas salas de revisión, de distintos criterios para 

                                                           
109 Ibíd. 
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darle solución a los conflictos suscitados dentro de un mismo escenario 

constitucional, la Corte ve la necesidad de emprender la tarea de unificar 

su jurisprudencia.  

 

Tal fin se logra, en la sentencia SU-1116 del 24 de Octubre de 2001110, 

cuyo Magistrado Ponente fue Eduardo Montealegre Lynett. En esta 

providencia, la Corte luego de hacer un pequeño recuento del criterio que 

ha sido reiterado hasta la fecha, contenido en la sentencia SU-067 de 1993, 

y de recordar las consideraciones realizadas en la sentencia T-1451 de 

2000, tendientes a señalar las repercusiones que trajo la expedición de la 

ley 472 de 1998, en el ámbito de protección de los derechos e intereses 

colectivos, destaca dentro de las bondades de tal norma, que:  

 

“(…) consagra, en su artículo 25, la facultad del juez, una vez 

admitida la demanda, e incluso antes de su notificación, de decretar 

medidas cautelares con el objeto de prevenir un daño inminente o 

cesar los que se hubieren causado. Igualmente lo faculta para 

celebrar pactos de cumplimiento para la protección inmediata y 

concertada de los derechos colectivos afectados, pacto que se 

constituye en una sentencia anticipada (artículo 27) y se fijan 

términos perentorios para la práctica  de pruebas y la adopción de 

un fallo definitivo”111 

 

Todo lo anterior le lleva a concluir, que con la expedición de la ley 472 de 

1998, las acciones populares se constituyen en un medio idóneo para la 

                                                           
110 En tal providencia se revisan los fallos, mediante los cuales se resolvió la acción de tutela 
interpuesta en contra del municipio de Zarzal, ubicado en el departamento del Valle del Cauca, en 
la cual la accionante solicitaba le fuera amparado su derecho a la vida, por cuanto consideraba que 
este se veía amenazado, debido a que la autoridad ya mencionada, no había emprendido la 
realización de las obras necesarias para canalizar de forma adecuada las aguas lluvias, lo que 
provoca que estas últimas, inunden su propiedad, trayendo consigo basuras y animales muertos, 
que debido a su progresiva descomposición generan con el paso del tiempo malos olores, que han 
afectado no solo a la accionante, sino también a los demás miembros de la comunidad.   
111 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Expediente T-388389. Sentencia SU- 1116 de 2001. 
Bogotá, 24 de octubre de 2001. Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett.   
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protección de los derechos e intereses colectivos; y que ante la vigencia de 

una regulación completa y eficaz de tal mecanismo de protección de 

derechos, se hace necesario que la Corte Constitucional precise su 

jurisprudencia respecto de la procedencia de la acción de tutela para 

aquellos casos en que la afectación de un interés colectivo implique 

también una vulneración de los derechos fundamentales del peticionario, 

por cuanto es claro, que dicha acción solo es procedente cuando se carece 

de otro medio judicial idóneo y eficaz, salvo cuando se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un  perjuicio irremediable. Por ello, 

considera, que la procedencia de la acción de tutela en tales situaciones 

queda supeditada al cumplimiento de los cuatro requisitos que 

tradicionalmente se han exigido para ello, y que ya fueron mencionados en 

la sentencia T-1451 de 2000, sumado a uno nuevo que se deriva de la 

entrada en vigor de una regulación completa y eficaz sobre las acciones 

populares; tales exigencias, pueden sintetizarse de la siguiente manera:  

 

- Que exista una conexidad entre la violación del derecho colectivo, 

con la vulneración y amenaza de un derecho de carácter 

fundamental. 

- El peticionario debe ser la persona directa y realmente afectada en 

su derecho fundamental. 

- La vulneración o amenaza del derecho fundamental no deben ser 

hipotéticas, sino que deben estar debidamente probadas en el 

respectivo expediente. 

- La orden judicial obtenida debe buscar el restablecimiento del 

derecho fundamental vulnerado, y no del derecho colectivo, sin que 

ello obste para que como consecuencia de lo primero, se resulte 

protegiendo un derecho de tal naturaleza. 

- Esta es la nueva exigencia, expresada por la Corte de la siguiente 

manera:  

“(…) para que la tutela proceda en caso de afectación de un 

derecho  colectivo, es además necesario, teniendo en 
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cuenta el carácter subsidiario y residual de la tutela (CP art. 

86), que en el expediente aparezca claro que la acción 

popular no es idónea, en concreto, para amparar 

específicamente el derecho fundamental vulnerado en 

conexidad con el derecho colectivo, por ejemplo porque sea 

necesaria una orden judicial individual en relación con el 

peticionario. En efecto, en determinados casos puede 

suceder que la acción popular resulta adecuada para 

enfrentar la afectación del derecho colectivo vulnerado, pero 

ella no es suficiente para amparar el derecho fundamental que 

ha sido afectado en conexidad con el interés colectivo. En tal 

evento, la tutela es procedente de manera directa, por cuanto 

la acción popular no resulta idónea para proteger el derecho 

fundamental. Pero si no existen razones para suponer que la 

acción popular sea inadecuada, entonces la tutela no es 

procedente, salvo que el actor recurra a ella "como 

mecanismo transitorio, mientras la jurisdicción competente 

resuelve la acción popular en curso y cuando ello resulte 

indispensable para la  protección de un derecho 

fundamental"112. 

 

De lo hasta aquí expuesto, la expedición de tal sentencia, trae las 

siguientes consecuencias, para la determinación de la solución de los 

conflictos que pueden suscitarse en el escenario constitucional objeto de 

estudio: 

 

- El esfuerzo que realiza la Corte en torno a la sistematización de los 

requisitos que debe cumplir la solicitud con la que se pretenda iniciar 

el trámite de una acción de tutela, para que esta última sea 

procedente, cuando se pretende la protección del Derecho al Medio 

                                                           
112 Ibíd.  
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Ambiente Sano, derivo en un endurecimiento de los mismos, 

haciendo su utilización para tal fin, un poco más excepcional. 

- Se debe considerar en principio y por regla general, a la acción 

popular como el medio idóneo y eficaz para la protección de los 

derechos fundamentales, cuando su vulneración se produzca como 

consecuencia de la afectación de un derecho colectivo. 

- La posibilidad de que resulte procedente la acción de tutela como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, con el fin 

de obtener la protección del derecho al Medio Ambiente Sano, queda 

supeditado a que, en el caso concreto, el ejercicio de tal acción sea 

necesario para evitar la vulneración de un derecho fundamental, y 

que de manera paralela, se emprenda igualmente el trámite de una 

acción popular, para que la jurisdicción competente tome la decisión 

correspondiente. 

 

En la sentencia SU-1116 de 2000, se adoptan los criterios ya enunciados 

en la providencia T-1451 de 2000, con lo que se  realiza un cambio en la 

jurisprudencia, que no encuentra su justificación en una disidencia existente 

entre los diversos magistrados de la Corte, sino en un cambio de orden 

legislativo, consistente en la expedición de la ley 472 de 1998; dicho 

cambio, sin embargo no puede ser calificado de fuerte, sino que cumple 

con la obligación de respeto al precedente, por cuanto, cae dentro de la 

sombra decisional de la sentencia que hasta el momento contenía el criterio 

dominante, es decir, la SU-067 de 1993. 

 

Si bien para el año 2001, parece que el sub reglas de derecho constitucional 

adoptadas por la Corte, para dar solución a los conflictos suscitados en el 

escenario constitucional objeto de estudio, se encuentran bien definidas, 

en el año 2011, se genera una nueva providencia que parece proponer un 

nuevo criterio al respecto. Dicho fallo es el contenido en la sentencia  T-724 
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de 26 de septiembre de 2011113, y cuya ponencia estuvo a cargo de Nilson 

Pinilla. En este pronunciamiento, la Corte, pese a citar los criterios 

adoptados en la sentencia SU-1116 de 2001, y negar la tutela solicitada en 

el caso en concreto, emprende el señalamiento de medidas tendientes a la 

protección del medio ambiente, debido a la especial condición que se le da 

a este dentro del texto de la Carta Suprema. Al respecto, textualmente 

señalo:  

 

“6.5. Con todo, pese a que no se cumplan los requisitos que, 

conforme a los  lineamientos jurisprudenciales, posibiliten la 

procedencia excepcional de la tutela  para la protección de 

derechos comunales, el órgano garante de la Constitución  debe 

extremar su cuidado en defensa del ambiente, como entorno 

indispensable  para preservar la vida de todos los seres 

animados, en cuanto cualquier modificación o perturbación puede 

ser gravemente lesiva contra la pervivencia, a  corto o a largo 

plazo”114. 

Lo anterior faculta al juez constitucional, a adoptar medidas para emprender 

la protección ambiente, pese a que no se cumpla en el caso en cuestión 

con los requisitos que han sido previamente fijados en decisiones 

anteriores; es decir, con esta decisión se genera un cambio en el 

precedente, en consideración a la especial importancia que tiene el medio 

ambiente en el texto constitucional.        

  

                                                           
113 En ella se emprende el estudio de las providencias que resolvieron la acción de tutela 
interpuesta con el fin de obtener la protección de los derechos a la vida, la salud y el medio 
ambiente sano de los actores, y los demás residentes del barrio en el que habitan estos últimos. 
Tal acción fue interpuesta, debido a que, cerca de las viviendas de los accionantes se encuentra 
un canal, en el que son vertidas aguas negras, sin el adecuado manejo de estas últimas, lo que ha 
generado la proliferación de insectos, roedores y malos olores, trayendo como consecuencia la 
vulneración de los derechos invocados.              
114 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Sexta de Revisión de Tutelas. Expediente T-3065870. Sentencia 
T-724 de 2011. Bogotá, 26 de septiembre de 2011. Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla.    
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CAPITULO CUATRO 

 

4.1 COMPROBACION O REFUTACION DE LA HIPOTESIS 

Se planteó como hipótesis de investigación, que la Corte Constitucional ha 

desarrollado varios criterios destinados a permitir dar solución al problema 

jurídico que fue objeto de estudio; sin embargo dichos criterios han 

concordado con la respuesta que a la pregunta planteada puede obtenerse 

de la interpretación conjunta de las normas que regulan la materia, es decir, 

los artículos 86 y 88 de la Constitución Política de Colombia y el artículo 6 

del decreto 2591 de 1991, según los cuales, solamente es posible obtener 

la protección del medio ambiente mediante la acción de tutela, de forma 

excepcional, cuando con ello se pretende evitar la consumación de un 

perjuicio irremediable.  

Debe recordarse, que el artículo 86 de la Constitución Política de 1991, 

señala que la acción de tutela “…solo procederá cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial…”; lo anterior implica que en 

principio, no es posible que tal acción resulte procedente cuando con su 

ejercicio se pretende la protección del derecho al medio ambiente, por 

cuanto el artículo 88 de la Carta Política establece para tal fin, otro medio 

de defensa judicial, denominado, acción popular.  

Sin embargo, y no obstante el contenido de las aludidas normas, el artículo 

6 del decreto 2591 de 1991, permite que se utilice la acción de tutela, para 

obtener la protección de los derechos e intereses colectivos señalados en 

el artículo 88 de la Constitución Política, siempre y cuando, con ello se 

pretenda impedir la consumación de un perjuicio irremediable. 

Una vez relacionados los resultados obtenidos después de ejecutada la 

investigación, con la hipótesis  ya descrita, es posible corroborar esta 

última, tan solo de forma parcial.  
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Lo anterior debido a que, dentro de la línea jurisprudencial elaborada, es 

posible identificar que el órgano garante de la supremacía e integridad de 

la carta política, ha variado el precedente obligatorio en el escenario 

constitucional que fue objeto de estudio, de tal forma que se pueden 

distinguir dentro de las sentencias que la conforman, varias tendencias 

decisionales. Sin embargo, no todas ellas pueden considerarse en 

concordancia con la solución al problema jurídico que puede formularse a 

partir de las normas de carácter constitucional, legal y reglamentario que 

regulan la materia, señaladas con antelación.  

Los esfuerzos de la Corte Constitucional se encaminaron, en un principio, 

a desarrollar subreglas de derecho constitucional, que permitieran obtener 

la protección del derecho a gozar de un medio ambiente sano mediante la 

acción de tutela, sin que fuese necesario para ello, la intención de evitar la 

consumación de un perjuicio irremediable; sin embargo, con el pasar del 

tiempo, y atiendo los desarrollos legislativos en la materia, el precedente 

obligatorio cambio con el fin de hacer excepcional tal opción. Por ello, y 

atendiendo a lo expuesto en la hipótesis de investigación planteada, las 

diversas decisiones que generaron un  cambio jurisprudencial, pueden ser 

agrupadas de la siguiente manera: 

a. Aquellas decisiones en las que, se optó por destacar la importancia 

que el análisis de los hechos del caso concreto efectuado por el juez, 

tiene para dilucidar, si es procedente la acción de tutela ejercida con 

el fin de obtener la protección del derecho al medio ambiente sano. 

Tal argumento fue utilizado en la sentencia T-415 de 1992, cuyo 

magistrado ponente fue Ciro Angarita Barón, en la cual, se señala 

que, la posibilidad de que sea procedente la acción de tutela para 

obtener la protección del derecho al medio ambiente sano, 

dependerá del carácter de fundamental, que pueda predicarse de él, 

una vez analizados los hechos del caso en concreto. Así mismo, en 

la sentencia SU-067 de 1993,  el análisis de los hechos se orientara 

a determinar el grado de conexidad existente entre la violación del 
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derecho al medio ambiente y la vulneración de derechos 

fundamentales; situación que será la que permita establecer si la 

mencionada acción es procedente. 

Estos criterios, no coinciden con la solución propuesta en la hipótesis 

de investigación, pues aunque no niegan la posibilidad de poder 

hacer uso de la acción de tutela para obtener la protección del medio 

ambiente, cuando con ello se pretende evitar la consumación de un 

perjuicio irremediable, la intención de la Corte Constitucional, en los 

fallos mencionados, fue la de ampliar aquellos casos en los que 

resulta procedente la acción de tutela, cuando se haga uso de ella 

en el escenario constitucional objeto de estudio.                 

b. Aquellas decisiones en las que se califica el goce de un medio 

ambiente sano, como un derecho de carácter fundamental, lo que 

permite que se pueda utilizar la acción de tutela para obtener su 

protección sin mayores restricciones. La adopción de un criterio 

como el expuesto, tiene una importancia preponderante, no solo por 

la implicación ya descrita, sino porque supone la reducción de las 

cargas probatorias impuestas al accionante, pues trae como 

consecuencia que, la labor de este último deberá encaminarse, no a 

probar la conexidad que existe entre la vulneración del derecho al 

medio ambiente sano, y el menoscabo de derechos de carácter 

fundamental, sino que basta con demostrar de forma plena la 

violación de aquel, para que resulte procedente la aludida acción, en 

tanto tal derecho se encuentra clasificado dentro de estos últimos. 

A tal argumento se recurre en sentencias como la T-092 de 1993, de 

la que fue ponente el magistrado Simón Rodríguez, en la que se le 

califica al medio ambiente, como un derecho fundamental para la 

existencia de la humanidad. También, en la sentencia T-1527 de 

2000, cuyo magistrado ponente fue Alfredo Beltrán Sierra, se le 

califica como un derecho fundamental por conexidad; además, en 

esta providencia, se realiza una distinción entre el derecho a gozar 

de un ambiente sano, del que es titular cada uno de los individuos 
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pertenecientes a la especie humana, y aquel derecho del mismo 

nombre que se encuentra agrupado dentro de aquellos de  carácter 

colectivo. 

El criterio desarrollado en las mencionadas decisiones tampoco 

coincide con el expuesto en la hipótesis de investigación, por cuanto, 

al calificase el derecho al goce de un medio ambiente sano como 

fundamental, la procedencia de la acción de tutela dejaría de ser 

excepcional, y siempre resultaría procedente cuando no se cuente 

con otro medio judicial idóneo para tal fin.                            

c. Aquellas decisiones, en las que, motivada por los desarrollos 

legislativos de la acción popular, la Corte Constitucional, consolida a 

tal acción, como el medio idóneo para obtener la protección del 

derecho al goce de un medio ambiente sano, haciendo excepcional 

la procedencia de la acción de tutela cuando se persigue tal fin.  

A este tipo de argumento se recurre en las sentencias T-1451 de 

2000, y SU- 1116 del mismo año, por cuanto, en ellas la Corte 

Constitucional, limita la procedencia de la acción de tutela cuando 

con ella se pretende la protección del derecho al goce de un medio 

ambiente sano, a tal punto que, las medidas que se obtengan con la 

aludida acción solo pueden estar dirigidas a la protección de derecho 

fundamentales y no de derechos colectivos; además, la posibilidad 

de usar la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar 

un perjuicio irremediable, está supeditado al ejercicio previo de la 

acción popular encaminada a obtener la protección del derecho al 

medio ambiente sano. 

Este criterio es el que más coincide con la hipótesis de investigación 

planteada; sin embargo, la Corte Constitucional hace más compleja 

la posibilidad de ejercer la acción de tutela como mecanismo 

transitorio para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, 

cuando con ello se pretende la protección del derecho al medio 

ambiente, al agregar requisitos no contemplanos en las normas que 

regulan tal materia.                         
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d. Por último, es posible identificar decisiones en las que la Corte 

Constitucional, incluye conceptos dentro del escenario constitucional 

objeto de estudio, desarrollados de manera previa en fallos 

anteriores, para permitir en situaciones especiales, la protección del 

derecho al goce de un ambiente sano mediante la acción de tutela. 

Por ello, es posible identificar en la sentencia T- 411 de 1992, de la 

que fue Magistrado Ponente Alejandro Martínez Caballero, la 

referencia a la afectación del núcleo esencial de los derechos 

colectivos, para justiciar la procedencia de la acción de tutela, 

cuando con ello se pretende obtener la protección del derecho al 

goce del medio ambiente sano: así mismo, en la sentencia T-724 de 

2011, de la que fue ponente Nilson Pinilla, se hace referencia al 

especial valor que se le dio al medio ambiente dentro del texto 

constitucional, y las consecuencias que genera su afectación, para 

justificar la adopción de medidas de protección por los jueces, 

después del trámite propio de la acción de tutela, aun cuando no se 

cumplan con los requisitos fijados por el órgano garante de la 

supremacía e integridad de la carta política para que esta proceda, 

en aquellos casos en que se pretende obtener la garantía del bien 

jurídico al que se hizo alusión. 

Es decir, que la hipótesis solamente tuvo en cuenta, la posibilidad fijada por 

el legislador, al momento de reglamentar la acción de tutela, para que esta 

pudiera ser usada con el fin de obtener la protección de derechos de 

carácter colectivo; sin embargo, no se tuvo en consideración, que el trabajo 

de la Corte Constitucional, se encamino a desarrollar e identificar 

situaciones diferentes a las planteados en los textos constitucionales y 

legales que regulan la materia. Tal como se describió y puede verificarse 

en el capítulo dos de este texto, las sub reglas de derecho constitucional 

creada e implementadas para dar solución al problema jurídico que se 

indaga, han sido variadas y elaboradas en paralelo a la posibilidad de usar 

la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
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irremediable, sin que en ningún caso, el desarrollo de tales opciones 

implicara la negación de esta última.    
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CONCLUSIONES 

                 

Una vez analizadas las disposiciones normativas, tanto de carácter 

constitucional, legal y reglamentario, es posible afirmar, que la tendencia 

adoptada en Colombia e imperante dentro de su ordenamiento jurídico, 

para emprender la protección del medio ambiente, es de índole 

antropocéntrica o personalista;  ello trajo consecuencias considerables en 

lo relativo a las acciones públicas creadas por el constituyente para obtener 

la protección del medio ambiente, y en especial en lo que respecta a la 

acción de tutela y la acción popular.  

El haberse consagrado en el artículo 1 de la Constitución Política de 1991, 

a la dignidad humana como principio fundante del Estado Social de 

Derecho, implica la imposibilidad de equiparar  tal mandato de optimización, 

con la dignidad que puede ser atribuida a otro tipo de seres vivos 

pertenecientes a especies distintas de la humana. Por lo anterior, el medio 

ambiente o sus elementos constitutivos no han sido considerados como 

sujetos de derecho, y cualquier acción pública que se ejerza en su defensa, 

requiere de la participación activa personas, quienes pretenderán la 

protección de los derechos de las que son titulares, y no actuaran como 

simples agentes oficiosos, de otro tipo de seres vivos.            

Atendiendo a lo ya expuesto, se tiene que, en Colombia no se adoptó el 

modelo recomendado por algunos tratadistas, consistente en supeditar la 

posibilidad de ejercicio de acciones públicas para la protección del medio 

ambiente, a la violación de mandatos objetivos de protección, limitando los 

fines propios de las aludidas acciones en materia ambiental, a  permitir un 

control de legalidad, sobre el actuar de quienes tengan el deber de 

cumplimiento de los mencionados mandatos.  En cambio, en el 

ordenamiento jurídico colombiano se optó por consagrar en el texto de la 

Constitución Política de 1991, un derecho al medio ambiente; evidencia de 

ello es el contenido de su artículo 75.  
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Es decir, que para obtener la protección del medio ambiente mediante el 

uso de las acciones constitucionales objeto de estudio en este texto, es 

requisito indispensable que se presente la violación de un derecho, del que 

debe ser titular una persona, y por lo tanto, no es permitido invocar la 

vulneración de una prerrogativa propia del medio ambiente, como es 

posible en Ecuador y Bolivia, en donde es considerado un titular de 

derechos. 

Teniendo en cuenta las anteriores precisiones, es posible concluir que la 

intención del Constituyente de 1991, fue la de considerar al medio ambiente 

como un derecho; sin embargo, no fue unánime en la Asamblea Nacional 

Constituyente, la decisión de clasificarlo como un derecho de índole 

colectivo, y ello se evidencia en los múltiples debates que se gestaron en 

tal órgano y que fueron tenidos en cuenta por la Corte Constitucional en la 

sentencia T- 415 de 1992. 

Por su parte, los instrumentos creados por el legislador con el fin de que se 

emprenda la protección del derecho al medio ambiente, mediante la 

intervención de los órganos estatales, que hacen parte del Sistema 

Nacional Ambiental - SINA, que se encuentran  ejerciendo un control sobre 

las actividades que pueden provocar daños a tal bien jurídico, han visto 

reducido su campo de aplicación, y se han desnaturalizado de tal manera 

que poco importa a quienes se ven involucrados en su uso, los fines que 

se persiguen con su implementación y exigencia.  

Tal es el caso de las licencias ambientales, las que con el pasar del tiempo 

se han convertido en requisitos de carácter formal, calificándoseles como 

simples trámites previos al desarrollo de una actividad.  Siendo la 

mencionada herramienta uno de los principales instrumentos con el que 

cuentan los órganos pertenecientes a la rama ejecutiva del poder público 

para dar plena efectividad y permitir el goce del derecho colectivo a gozar 

de un medio ambiente sano, y de aquellos de carácter individual 

relacionados de forma estrecha con este último, y teniendo en cuenta la 

consideración y tratamiento que se le da, es posible verificar la existencia 
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de la necesidad de dotar a los ciudadanos de las acciones de carácter 

judicial necesarias, para al margen de la actuación adelantada por las 

autoridades competentes para la expedición de los actos administrativos a 

los que se viene haciendo alusión, obtener la protección del derecho que 

les ha sido concedido por el constituyente y que se encuentra consagrado 

en el artículo 79 de la Constitución Política de Colombia.   

Tal necesidad no solo se acrecienta por la errónea calificación que se le ha 

dado a las licencias ambientales, producto, no del carácter con que en un 

principio fueron creadas, sino por la aplicación de las normas que la 

regulan; también porque fenómenos recientes e incontrolables hacen que 

pierdan efectividad las medidas que se adoptan como condicionamientos 

para la autorización de la ejecución de una determinada obra o actividad. 

Ya se hizo alusión en este texto a las consecuencias que en este ámbito 

generan el aumento paulatino de la población y la creciente urbanización. 

A lo anterior debe agregarse la constante desregulación de la materia 

objeto de análisis en este aparte, que se ha visto reflejada no solo en una 

reducción de las actividades y obras cuyo desarrollo está supeditado a la 

obtención previa de la licencia ambiental, sino también en la reducción 

significativa de la participación ciudadana en los procedimientos que deben 

adelantarse para la obtención de estas últimas.  

En suma, lo anterior pone de manifiesto, que aunque la consagración de 

las licencias ambientales dentro del ordenamiento jurídico colombiano, 

evidencia la existencia de mecanismos que pueden ser utilizados por las 

autoridades para obtener la protección del medio ambiente, aun cuando 

para ello no sea indispensable la solicitud previa de una persona diferente 

a aquella interesada en obtener la autorización, las características y 

reglamentación que se le ha dado a tal herramienta, aunado a fenómenos 

ineludibles que se seguirán presentando, mantienen latente la posibilidad 

de que se produzca un daño al bien jurídico al que se hizo alusión, por lo 

que es indispensable dotar al ciudadano de las acciones de carácter judicial 
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necesarias, para que mediante el ejercicio de estas últimas puedan evitar 

el deterioro irremediable de su entorno.                                

En igual sentido se han visto afectados los principios del Derecho 

Ambiental, en especial el de Precaución, en el cual debe entenderse que,  

la implementación y aplicación del principio de precaución dentro del 

ordenamiento jurídico colombiano, encuentra sus causas en el carácter 

preventivo que quiso dársele a la legislación ambiental. Es por ello que las 

normas pertenecientes a esta última, se encuentran contenidas en un gran 

porcentaje, por mandatos dirigidos a la protección de los recursos naturales 

y el medio ambiente. Lo anterior implica que se reconsidere el concepto del 

daño, cuando este es, aplicado en materias relativas al medio ambiente.  

Así mismo, la aplicación de tal principio genera una disminución de las 

cargas probatorias impuestas a los accionantes y obliga a los jueces a 

implementar medidas de protección antes de la ocurrencia de los daños, 

aunque cuando no se cuenta con los elementos probatorios que permitan 

inferir con certeza, la posible ocurrencia de tales menoscabos. Al respecto 

son claras las palabras de los tratadistas Javier Rincón y Héctor Suarez, 

quienes mencionan:  

“Dado que toda la normatividad ambiental apunta a prevenir el 

manejo irracional de los recursos o el daño ambiental, el riesgo en el 

derecho ambiental equivale jurídicamente al daño. 

… A partir de un análisis sistemático del carácter eminentemente 

preventivo de la normatividad y los principios ambientales contenidos 

en las declaraciones internacionales y la legislación interna, así 

como de los preceptos contenidos en la denominada constitución 

ecológica, dentro del marco del Estado Social de Derecho se 

concluye que el principio de precaución es la categoría síntesis de 

un nuevo derecho que busca garantizar los derechos colectivos y 

fundamentales mediante instrumentos que permiten adoptar 

medidas antes de que ocurran los daños. En virtud de este 
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principio… no hay que esperar que los daños ocurran o que los 

jueces de la República exijan que se les pruebe científica y 

técnicamente un menoscabo para imponer una medida preventiva: 

el espíritu de este principio de precaución exige actuar antes de que 

el daño ocurra, tomar todas las medidas posibles ante la más mínima 

evidencia de un daño a la salud, al ambiente o a la vida de las 

personas, cuya protección es la misma institucional y ética de la 

rama judicial del poder público”115              

La aplicación del aludido principio durante el trámite y decisión de las 

acciones constitucionales por medio de las cuales puede obtenerse la 

protección del medio ambiente, obliga a los jueces a atender las 

necesidades reales de protección de tal bien jurídico, y no el cumplimiento 

de requisitos de carácter formal fijados de manera previa por el legislador 

o las altas cortes. Por ello, atendiendo al argumento expuesto es que puede 

justificarse la posibilidad de usar la acción de tutela para obtener la 

protección del derecho a gozar de un medio ambiente sano, atendiendo a 

la especial consideración que se le da este último dentro del ordenamiento 

jurídico, y sin tener que relacionar se vulneración con la de cualquier otro 

derecho.         

Es partir del marco ya descrito, que la Corte Constitucional emprendió la 

tarea de construir su criterio respecto al uso de la acción de tutela para 

obtener la protección del medio ambiente, cuando este último es invocado 

sin recurrir a su relación con otro tipo de derechos; y aunque en principio, 

después de realizar el análisis de los textos existentes en las normas de 

carácter constitucional, legal y reglamentario, pertenecientes a nuestro 

ordenamiento jurídico y que regulan la materia, se puede concluir, que hay 

una sola respuesta al problema jurídico al que se pretende dar solución, es 

posible diferenciar, cinco periodos, durante los cuales la Corte 

                                                           
115 RINCON GAMA, Javier Armando. SUAREZ MEJIA, Héctor Alfredo. Las acciones populares en el 
Estado Social de Derecho. Un instrumento democrático y de equilibrio de poder. Medellín: 
Biblioteca jurídica, 2004. P, 29, 34.     
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Constitucional adopto criterios distintos, cada uno de los cuales termino con 

su correspondiente estado de indeterminación doctrinal. Estos son: 

1. El primero, que se prolongó desde la entrada en funcionamiento de 

la Corte  Constitucional hasta finales de 1992, en el que se exponen 

tres criterios distintos para dar solución al problema jurídico que fue 

objeto de estudio,  expuestos en las sentencias T-415 de 1992, T-

411 de 1992 y T-437 de 1992; providencias que dan inicio a la línea 

jurisprudencial sobre la materia. Ante tal variedad de criterios, se 

presentó un estado de indeterminación doctrinal, que no permitió 

identificar el precedente vigente durante tal periodo. 

2. El segundo periodo, se prolonga desde el año 1993, hasta el 2000. 

Durante este lapso de tiempo, la Corte Constitucional, profirió la 

sentencia SU-067 de 1993, la que se convirtió en la providencia 

dominante dentro del escenario constitucional objeto de estudio, 

durante el periodo mencionado. En ella, la mencionada corporación, 

logra conciliar los criterios expuestos en algunas de las providencias 

proferidas durante el periodo anterior, y empieza a definir de forma 

clara los requisitos para que resulte procedente la acción de tutela, 

cuando con ella se pretende obtener la protección del medio 

ambiente; sin embargo, es claro, que tal procedencia implica la 

relación del mencionado derecho con uno de carácter fundamental. 

La indeterminación doctrinal durante este periodo, se genera por el 

salvamento de voto, consignado en la sentencia SU-067 de 1993; el 

que tiene un valor considerable si se tiene en cuenta que quien lo 

emitió fue uno de los magistrados ponentes en la mencionada 

providencia.         

3. El tercero, cuyo inicio se ve motivado por la consideración dentro de 

los fallos de la Corte Constitucional proferidos para dar solución a 

los problemas que se suscitan en el escenario constitucional objeto 

de estudio, de la ley 472 de 1998, mediante la cual “se desarrolla el 

artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con 
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el ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras 

disposiciones”. 

Las consecuencias que genero la expedición de tal norma en lo que 

respecta a la solución que se le debe dar a los problemas que se 

susciten dentro del escenario constitucional objeto de estudio son 

claramente expuestas en la sentencia T- 1451 de 2000. En el 

contenido de esta última, se evidencia el deseo de la Corte, de 

consolidar a la acción popular como el medio idóneo para obtener la 

protección del medio ambiente, lo que implica hacer más 

excepcional la procedencia de la acción de tutela para obtener tal 

fin.   Pese al esfuerzo realizado por la mencionada corporación, la 

providencia T-1527 de 2000 suscito un nuevo estado de 

indeterminación doctrinal. 

4. El cuarto periodo se extiende desde el momento en que fue proferida 

la sentencia SU- 1116 de 2001, hasta el año 2011. Durante tal lapso 

de tiempo, y mediante la providencia ya mencionada, la Corte 

Constitucional retorna al criterio expuesto en la sentencia T-1451 de 

2000; sin embargo, a diferencia de esta última, hace más 

excepcional la procedencia de la acción de tutela, al aumentar los 

requisitos que deben reunir las peticiones de los accionantes para 

obtener tal fin. 

5. Pese a que el criterio de la Corte Constitucional parece quedar 

claramente definido en el periodo anterior, con la expedición de la 

sentencia T-724 de 2011, se crea un nuevo estado de 

indeterminación doctrinal, aun imperante. En la mencionada 

providencia, pese a tratar de reiterar el criterio consolidado durante 

el periodo anterior, se le modifica, al permitir a los jueces que deban 

tomar las decisiones que permitan dar solución a los conflictos que 

se susciten dentro del escenario constitucional objeto de estudio, 

emprender la protección del derecho al medio ambiente sano, 

cuando ello se intente por medio de la acción de tutela, aun cuando 

no se cumplan con los requisitos previamente señalados en fallos 
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anteriores de la misma corporación, atendiendo a la importancia del 

derecho en cuestión, esto es, el de gozar de un medio ambiente 

sano. 

Es decir, a partir del estudio realizado, es posible afirmar, que la 

importancia del derecho al medio ambiente sano, y la imposibilidad de 

negar la injerencia que este tiene en los demás derechos fundamentales, 

ha motivado a la Corte Constitucional a emprender la protección de tal 

derecho, cuando esta se pretenda obtener mediante el ejercicio de la 

acción de tutela, y pese a que la  petición que genero el inicio del trámite 

propio de esta última, no reúna los requisitos previamente fijados por la 

misma corporación. Por lo tanto, a la fecha, aún es posible identificar un 

criterio que pretende hacer excepcional la procedencia de la acción de 

tutela para obtener la protección del derecho al medio ambiente sano, 

contenido en la sentencia SU-1116 de 2001, supeditando tal fin al 

cumplimiento estricto de ciertos requisitos en ella fijados;  y otro, que 

atendiendo a la especial importancia que tiene el medio ambiente, como 

bien jurídico objeto de protección, propende porque, aun cuando tales 

requisitos no sean cumplidos a cabalidad, se emprendan las acciones 

pertinentes para obtener su efectiva garantía.  

En vista de lo anterior resulta evidente la existencia de una indeterminación 

doctrinal; sin embargo, así mismo es plausible afirmar, que atendiendo a 

que, en la sentencia T-724 de 2011 se cumplieron con las cargas 

respectivas de transparencia, al reconocerse el precedente obligatorio 

vigente hasta aquel momento,  y de argumentación, al exponerse  las 

razones para no acatarlo en su totalidad, tal providencia contiene el 

precedente vigente, y por lo tanto,  nada impide que un juez otorgue 

protección al medio ambiente cuando esta se solicite por medio de la acción 

de tutela; sin embargo, los casos en que el jueces pueden hacer ello, aún 

no se encuentran bien definidos, más aun teniendo en cuenta que en tal 

fallo se reiteran los criterios expuestos en la sentencia SU-1116 de 2001, 

que propenden excepcional la prudencia de la acción de tutela en tales 
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casos; por lo que se hace necesaria la intervención Corte Constitucional, 

para nuevamente emprender la tarea unificadora, dentro de un escenario 

constitucional en que, tal como puede verificarse en los resultados de la 

investigación aquí presentados, se han desarrollado diversos criterios para 

dar solución a los problemas que en él se suscitan.     
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